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Resumen: Este trabajo analiza las teorías democráticas o plebiscitarias de la
autodeterminación y secesión. En primer lugar se exponen las versiones de distin-
tos autores defensores de tales teorías con la finalidad de captar cuanto les es
común, el consentimiento individual como fundamento del ‘derecho moral’ a la
autodeterminación y secesión, y las diferencias, es decir, las condiciones, notable-
mente distintas, que cada autor exige para el ejercicio de tal derecho. En segundo
lugar se recoge el análisis crítico que buena parte de la doctrina y el propio autor
del trabajo hacen de la teoría democrática. Las conclusiones destacan, de manera
especial, la debilidad de tales teorías desde el punto de vista teórico y metodológi-
co.
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Abstract: This paper analyses the democratic theories of self-determination
and secession. The first section summarises the most relevant versions of these
theories proposed by several authors to identify (a) the common element: the indi-
vidual consent as the basis of «moral right» to self-determination and secession,
and (b) the conditions, notably different, that each author contemplates for the
application of this right. The second section undertakes a critical review of these
theories. Finally, the conclusions highlight the weaknesses of these theories from
the theoretical and methodological viewpoint.
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I. INTRODUCCIÓN

El siglo XX ha visto multiplicarse el número de Estados. El aumento del
número de miembros de las N.U. ha pasado de 51 miembros en el momento
de su creación en 1945 a 149 en 1984 y a 191 en la actualidad. El salto de
51 a 149 miembros se debió, fundamentalmente, al proceso de descoloniza-
ción, y los cambios de los últimos quince años se han debido a la secesión,
entendida en un sentido amplio (Kohen, 2006: 2). Si, como hacen algunos
autores, la descolonización se entendiera, también, como un tipo de secesión,
su papel en la formación de la organización internacional sería francamente
enorme. Sin embargo, las matizaciones que se deben hacer al concepto de
secesión rebajan radicalmente esta, en principio, impresionante imagen.

En la actualidad, los políticos de minorías nacionales, reales o inventa-
das, de grupos identitarios, de grupos perseguidos y sometidos a la injusticia
o de grupos radicales democráticos suelen utilizar, sin duda alguna, este
hecho de la proliferación de Estados para transmitir la convicción de la posi-
bilidad y, sobre todo, de la inevitabilidad de lograr el apetecido bien del Esta-
do, al que supuestamente tendrían sus grupos sociales un claro derecho. Has-
ta suele ser costumbre fijar fecha para tan imprescindible acontecimiento,
como ocurre entre nosotros.

También parece que el crecimiento del club internacional de Estados ha
influido en el trabajo de bastantes académicos para proponer la secesión
como una solución a determinados problemas sociales y políticos actuales.
Se daría de este modo una confluencia entre el proceso histórico secesionis-
ta, interpretado como el signo de los tiempos, las demandas actuales de los
grupos sociales independentistas y, de manera especial, de políticos y gobier-
nos regionales, y el trabajo de los teóricos con los argumentos de la globali-
zación, la identidad cultural, la homogeneidad, la libertad de asociación, el
fin del Estado-Nación y lo que Darhrendorf llama la ‘glocalización’ en
referencia a la invención del localismo de las «regiones homogéneas» y a la
salida, desde los Estados nacionales hacia otros centros de poder, de decisio-
nes políticas fundamentales (Darhendorf, 2002: 31-33).

Buena parte de lo que se escribe en el campo de las ciencias sociales gira
en torno a la autodeterminación, la secesión, el autogobierno, el Estado mul-
tinacional, el Estado étnico-homogéneo en cuanto instrumentos y alternati-
vas al Estado-Nación. Brian Barry califica de sabihondos y analfabetos en
historia y sociología a los multiculturalistas que consideran natural que el
descontento social se oriente hacia el fundamentalismo, nacionalismo y el
chovinismo cultural, como si fuera algo inevitable. Y, aunque este juicio y
otros, como el afirmar que ‘la literatura del multiculturalismo no merece el
tiempo ni el esfuerzo de escribirla’ o que los que no escriben sobre él es por-
que tienen otros temas más interesantes que escribir (Barry, 2001: 4.6), pue-
dan parecer a alguien un tanto exagerados, lo cierto es que se observa una
notable deficiencia argumentativa en la defensa de la autodeterminación y
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secesión, incluso, en aquellos que no defienden el multiculturalismo, como
se podrá ver en estas páginas1.

Sorprende, ciertamente, que la autodeterminación para la secesión ocu-
pe tanto espacio en los estudios académicos por encima del análisis de las
razones que hay a favor de la solidaridad, la igualdad, la colaboración, o,
como dicen algunos, utilizando un nombre maldito para los secesionistas, el
unionismo. El pensamiento filosófico que se va a analizar en este trabajo tie-
ne, como dice Norman, una teoría de la justificación de la ruptura del Esta-
do, pero no de las razones de la unidad y estabilidad del Estado que sirven
para garantizar los bienes de la justicia liberal (Norman, 1998: 40). Ello
supone una desviación de lo que debería ser, siguiendo un razonamiento muy
al gusto de los defensores de la secesión, el razonamiento moral, un objeto
de análisis científico más valioso y necesario como sería el tema de la coo-
peración entre las personas y los grupos sociales. La reflexión sobre la sece-
sión, al menos en lo que se refiere al mundo occidental democrático, parece
que debería quedar para casos, más bien, residuales o meramente académi-
cos. La cooperación y la solidaridad son las formas suaves y más tolerables
de la igualdad revolucionaria y, aunque no tienen el valor de la igualdad, son
un fundamento básico del Estado democrático y de la democracia, que no
pueden faltar en la búsqueda de las alternativas al Estado Nacional. Parece
mucho más racional defender y teorizar sobre la unidad, la solidaridad y la
cooperación como garantías permanentes de la paz y de la libertad, dejando
la separación para lo que parezca imposible de mantenerse unido, si es que
realmente se da el caso, que teorizar sobre lo que, en principio, se presenta
como menos valioso –la secesión– y verse obligado a hacer continuas excep-
ciones a ella, porque, de lo contrario, se negarían valores esenciales. Como
dice Coppieters (2003: 279), los estudios sobre la secesión deben comparar-
se con factores tales como la fraternidad y la mutua necesidad que permiten
a los Estados mantenerse unidos o inspirar la creación de nuevas unidades
políticas. No es, por todo ello, exagerado afirmar que la focalización de los
análisis teóricos sobre la secesión en lugar de la cooperación sugieren una
deficiente concepción moral (Bishai, 1998: 94).

La secesión se puede estudiar desde varios puntos de vista, dando lugar,
así, a diferentes metodologías de análisis. Cabe destacar el enfoque jurídico,
el político y el moral. El objetivo de este trabajo es analizar las teorías que

1 Brian Barry (1997: 349) tiene, también, un comentario crítico contra algunos sectores
del mundo intelectual al escribir que «todo este asunto plantea una cuestión sobre la socio-
logía del mundo erudito que me intriga: ¿cómo es que alguien con el tipo de intelecto capaz
de producir ‘Justice as Reversibility’ pudo ser tomado en serio alguna vez? Supongo que
cualquier respuesta adecuada tendría que arrojar una luz poco favorable sobre la psicología
social como disciplina erudita. Pero supongo que otro factor que se habría de invocar en la
explicación tendría que ser el llamado ‘efecto halo’ –la presunción de que un profesor de la
Universidad de Harvard no puede ser incapaz de pensamiento coherente».
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legitiman o justifican la secesión desde el punto de vista moral, insistiendo,
especialmente, en las razones o argumentos que utilizan para fundamentar lo
que llaman, incorrectamente, el derecho moral a la secesión de un grupo
social y de un territorio de un Estado.

Una clasificación de las teorías de la secesión, de acuerdo con el tipo de
argumentos seguidos para justificar la secesión, y no obstante la variedad de
terminología utilizada, las integra en tres grupos: teorías asociativas, basadas
en el principio de la voluntad de los miembros del grupo, teorías nacionalis-
tas, basadas en el principio de nación o pueblo, y teorías basadas en la re-
paración de injusticias (teorías del derecho remedial o reparador). Las dos
primeras clases de teorías integran el grupo denominado de ‘teorías del dere-
cho primario’ frente al tercer tipo, que justifica la secesión como instrumen-
to, y consecuencia, a la vez, de remediar las injusticias cometidas por el Esta-
do. En la breve descripción que hago a continuación incluyo una cuarta basa-
da en la democracia comunicativa, que no goza de tanto fervor como las
anteriores, pero que cuenta con el apoyo de renombrados teóricos.

Las teorías asociativas no defienden que los grupos han de tener deter-
minadas características prepolíticas, como lo hacen las teorías nacionalistas,
ni exigen injusticias demostrables, como las teorías del principio remedial,
para tener derecho a la secesión. Basta con que los miembros del grupo par-
ticipen del mismo deseo de tener su propio Estado. Los conceptos de común
cultura, historia o etnia son ajenos a estas teorías. Por el contrario, la deci-
sión de formar una comunidad propia se fundamenta en la elección política
voluntaria de los miembros del grupo. Son los miembros del grupo los que
libremente escogen asociarse juntos en una comunidad política propia. Por
tanto, el derecho de secesión se fundamenta en el derecho de asociación polí-
tica. El derecho de secesión no es más que una de las aplicaciones del dere-
cho de asociación.

Se trata, pues, de una teoría individualista y procedimental, ya que el
derecho de autodeterminación para la secesión se fundamenta a partir de las
libertades políticas de los ciudadanos y a partir del consentimiento mayori-
tario de los miembros del territorio secesionista expresado según criterios
democráticos. En este caso no cuentan los argumentos nacionales, y, si bien
las injusticias como la opresión política o explotación económica son razo-
nes secundarias, el fundamento determinante, haya o no injusticias, es el
consentimiento individual de los ciudadanos. Estas teorías pretenden hacer
coincidir el derecho de autodeterminación con la autodeterminación de los
ciudadanos de un territorio no delimitado por fronteras étnicas o culturales.
Por tanto, la secesión se justifica, incluso, en el caso de un Estado ‘justo’, es
decir, un Estado que respete los derechos individuales, los derechos huma-
nos y no discrimine con su política a las minorías.

Las teorías nacionalistas –también llamadas teorías de la autodetermi-
nación nacional– defienden que los grupos que poseen unas características
prepolíticas son los que tienen el derecho a formar una asociación política Su
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existencia es independiente de cualquier asociación formada por sus miem-
bros. Estos grupos son la nación o pueblo y para estas teorías nación o pue-
blo es todo grupo social que tenga, en común, cultura, historia, lengua, con-
ciencia de su diferencia y, tal vez, una aspiración compartida de formar una
comunidad política. Las naciones o pueblos existen sin necesidad de organi-
zación, relación o pretensión políticas del grupo. El principio nacionalista es
el fundamento del supuesto derecho a la secesión y, por ello, no hace falta
recurrir a la injusticia sufrida para legitimar la secesión, aunque, de hecho,
se utiliza, también, como argumento2. Según esto, las naciones disfrutan de
un derecho primario de autodeterminación que lleva consigo que, cuando
forman minorías nacionales, tienen derecho a crear su propio Estado
mediante la secesión. W. Wilson y el Tratado de Versalles están detrás de esta
disparatada concepción, que defiende que las fronteras de los Estados deben
coincidir en lo posible con las fronteras naturales de estas comunidades étni-
cas y culturales.

A pesar de que teóricos nacionalistas defiendan este principio de manera
radical, como un derecho puro y simple, son pocos, hoy en día, entre los libe-
rales nacionalistas los que así lo asumen. Más bien, establecen que las nacio-
nes no tienen tal derecho a menos que se dé una serie de condiciones indis-
pensables e, incluso, niegan el derecho de autodeterminación nacional para
sustituirlo por una concepción multinacional del Estado de Derecho. Consi-
deran que sería impracticable y peligroso para el equilibrio mundial aplicar
en sentido estricto el principio, cuando en el mundo conviven 5000 grupos
étnicos y nacionales. Pero, si el Estado se comporta injustamente con las
minorías nacionales o no reconoce suficiente autonomía política, entonces
consideran que estaría justificada la secesión, lo cual supone un acercamien-
to a las teorías de la justa causa. Se puede hablar, pues, de una interpretación
moderada de una concepción substancial de la autodeterminación, según la
cual son los pueblos y las naciones los que tienen el derecho y los que se
autodeterminan, bien para la autonomía política bien para la secesión. La
teoría es, en definitiva, comunitaria y substancial.

Como luego se verá, la Filosofía Política ha seguido un camino de de-
sarrollo del derecho a la autodeterminación distinto del que se observa en el
Derecho Internacional, donde, a partir de la segunda guerra mundial, la con-

2 Birch matiza que el recurso a la injusticia, más bien inventada que real, es una necesi-
dad de todo nacionalismo, ya que sólo el ‘testarudo nacionalista’, romántico, pero no racio-
nalista, argumenta de forma nacionalista. El apoyo popular requiere otros argumentos y aquí
juegan un importante papel las supuestas injusticias o los beneficios que traerá la creación
de un nuevo Estado (1989: 67). Esta afirmación de Birch se confirma con los análisis em-
píricos, por ejemplo, del nacionalismo del Partido Nacionalista Vasco, que en su pretensión
de captación del voto ha llegado a utilizar menos del 7% de la campaña electoral en el des-
arrollo del argumento nacionalista. Vide mi monografía «Prensa y Nacionalismo vasco. El
discurso de legitimación nacionalista», Universidad de Deusto, Bilbao, 2003, p. 23.
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cepción es esencialmente territorial y no étnica. Fuera del caso de las colo-
nias, es la doctrina de la soberanía del Estado con su unidad nacional, inte-
gridad territorial, jurisdicción exclusiva y no intervención la que determina
la interpretación del derecho de autodeterminación externa e interna.

Las teorías basadas en el principio remedial o reparador de la injusticia
–también llamadas teorías de la justa causa– tienen alguna semejanza con
las teorías del derecho a la revolución, como la tan conocida y celebrada teo-
ría de Locke, aunque se diferencian en que éstas no pretenden derrocar a un
gobierno tiránico de un Estado, sino cortar, mediante la secesión del terri-
torio, el control del gobierno sobre una parte de éste, cuyos ciudadanos son
tratados injustamente. Se trata de teorías que justifican la secesión como res-
puesta a una tiranía selectiva, cuando la revolución no es prácticamente posi-
ble, y parece, así, ser algo intachable y relativamente moderado. Tanto en la
revolución como en la secesión, el derecho se entiende como derecho de las
personas sometidas a la autoridad política a defenderse de las injusticias
como último recurso. El derecho de secesión ha de entenderse como un dere-
cho general y sólo existe cuando el grupo ha sufrido injusticia. No se niega
que pueda haber casos especiales de derecho de secesión donde no haya
habido injusticias, basados, por ejemplo, en que así lo establezca la Consti-
tución del Estado. Pero, el derecho general sólo lo reconocen estas teorías
como instrumento reparador de la injusticia (por ejemplo, violación perma-
nente de los derechos humanos básicos), lo que quiere decir que no existe
derecho general a la secesión de un Estado justo.

Estas teorías distinguen, también, entre la parte substancial y la parte pro-
cedimental. Para hacer la secesión son necesarias razones morales substancia-
les –las injusticias–, no la mera voluntad de una mayoría. Según esto, no exis-
te un derecho primario a la secesión, cosa que, también, reconocen los libera-
les nacionalistas, sino razones morales substanciales a las que se han de unir
necesariamente instrumentos institucionales para aplicarlas. Los instrumentos
institucionales constituyen el elemento procedimental y han de entenderse, por
otra parte, de forma esencialmente jurídica, bien a través de fijar principios y
procedimientos claros de secesión en el orden internacional o bien a través de
la constitucionalización del derecho a la secesión. No se trata de fomentar la
secesión, sino de prevenir y de regular de antemano sus efectos.

Una variante de las teorías de la causa justa –y que, en cierto modo,
podría considerarse como un cuarto tipo de teorías– es la concepción deli-
berativa de la secesión. Según ésta, la secesión necesita para su justificación
razones morales substanciales y mecanismos institucionales. Ahora bien, las
razones morales no pueden ser determinadas de antemano, como en el caso
de las teorías de la causa justa, sino que son los actores participativos en la
deliberación los que hacen valer las razones y los que han de convencer a la
opinión pública de su validez como causa justa. Y, así, puede ser cualquiera
de las causas de las teorías de la causa justa u otras, como, por ejemplo, las
reivindicaciones autonomistas de los grupos culturales o étnicos.
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En cuanto a los instrumentos institucionales, éstos no tendrán naturaleza
jurídica, sino política, es decir, democrática y deliberativa. No correspon-
dería al Derecho dictar las reglas de la secesión, sino a los ciudadanos par-
tícipes en las deliberaciones democráticas, transparentes e igualitarias. La
teoría deliberativa contrapone la versión jurídica de la secesión elaborada por
los ‘elegidos’, sean jueces o constitucionalistas, con la democrática delibera-
tiva. Las teorías deliberativas no rechazan el papel y la legitimidad del Dere-
cho en relación con la secesión y no defienden que sus tesis son capaces de
solucionar todos los casos de secesión, sino, simplemente (y esto rebaja
mucho su pretensión), consideran que hay ocasiones en que la democracia
deliberativa puede ser más eficaz, por ser más flexible, que las normas rígi-
das del Derecho Constitucional o Internacional y, por otra parte, su aplica-
ción no haría ni demasiado fácil, ni demasiado difícil la secesión (Buchanan,
1998: 230-234; Norman, 1998: 35-43; Courtois, 2004: 812-815; 832-834;
Moore, 1998: 4-8; 2006: 59-60; 63-64; 66-67 y 78)3.

Todas estas teorías no hay que interpretarlas como si fueran absoluta-
mente distintas unas de otras. Ciertamente hay diferencias substanciales
entre ellas, pero también hay coincidencias, aunque, en ocasiones, no sean
más que de procedimiento. Si el criterio de clasificación fuera el del pragma-
tismo, entendiendo por ello el de los efectos o influencias de las teorías en el
Derecho constitucional e internacional –partiendo del supuesto de que la
razón moral en una vida civilizada fundamentada en el orden ha de acabar
en norma jurídica– no su capacidad de movilización de las masas, habría que
establecer dos extremos, dentro de los cuales se mueven las teorías, que son
el del ‘nominalismo’ –abstracción, utopismo, idealismo– y el realismo. Nin-
guna de ellas alcanzaría el concepto puro de cada extremo, pero las diferen-
cias entre ellas serían muy grandes. Son teorías propias de la Filosofía Moral
y Política que pretenden explicar qué razones morales justifican el fenóme-
no político de la secesión.

Este trabajo pretende, únicamente, analizar las teorías democráticas de la
secesión (también llamadas plebiscitarias, asociativas, de la libre elección,
de la libertad de asociación o del consentimiento individual), las que he pre-
sentado en primer lugar, que son las que tienen más elementos próximos a la
abstracción y utopismo, con poca capacidad de convicción intelectual y apli-
cación, a no ser que coincidan con factores propios de otras teorías como
podría ser el de la injusticia. El trabajo pretende, también, mostrar una pa-
norámica general de la doctrina ante las teorías democráticas. A partir de esta

3 Michael Freeman (1999: 359-367) ofrece otra clasificación de las teorías, distinguien-
do teorías liberales, teorías democráticas, teorías comunitarias, teorías realistas, teorías cos-
mopolitas y teoría del realismo cosmopolita. Las considera teorías de la autodeterminación
nacional, es decir, basadas en el principio nacionalista, a pesar de que incluye, con poca
lógica, los análisis de Beran, los cuales no siguen el criterio nacional. 
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introducción, expondré, en primer lugar, algunas precisiones conceptuales y,
después, la teoría plebiscitaria siguiendo a los autores principales y la críti-
ca a tal teoría, para acabar con unas conclusiones.

II. ALGUNAS PRECISIONES CONCEPTUALES

Para algunos autores, siempre que se produce la separación de una parte
del territorio del Estado o de sus colonias para formar otro Estado, se está en
presencia de la secesión. Según esto, todas las separaciones habidas desde
1945 por consecuencia del proceso de descolonización, disolución de los
últimos imperios, mutuo acuerdo entre el Estado y la parte secesionista o por
reparación de la conquista injusta de un país son secesiones. Este concepto
amplísimo de secesión no es sólo políticamente atractivo, sino que, funda-
mentalmente, y es lo que importa en este trabajo, plantea problemas teóricos
y metodológicos. Por ello, otros autores utilizan un concepto mucho más res-
tringido de secesión.

El uso polisémico del término ‘secesión’ no sólo se produce en el cam-
po de la Ciencia Política o de la Filosofía Política, sino también en el Dere-
cho Internacional. Por lo que se refiere al Derecho Internacional, los interna-
cionalistas, que lo utilizan en su amplio sentido, abarcan con él todos los
casos de creación de nuevos Estados desde la descolonización hasta la devo-
lución, con consentimiento o sin consentimiento de los anteriores Estados.
Otros, por el contrario, utilizan el término para referirse al caso de la crea-
ción de un nuevo Estado mediante la separación de parte de la población y
del territorio de otro Estado sin el consentimiento de éste. El término ‘sece-
sión’ también incluiría el caso de que la parte separada se sumara a otro Esta-
do ya existente, como podría ser el caso de que Irlanda del Norte se separa-
ra de Gran Bretaña y se uniera a la República de Irlanda. No entra, en cam-
bio, en el concepto de secesión la formación de un Estado con parte de
territorio de otro Estado cuando hay consentimiento. Esto, más bien, es un
caso de ‘devolución’ (Kohen, Marcelo G.: 2006, pp. 2-3).

En este trabajo el concepto de secesión, independientemente del sentido
que le dé cada autor, se utiliza en su sentido restringido, en cuanto retirada
unilateral, con la oposición del Estado, de un territorio y de una población
del Estado al que pertenecen. La razón está en que la secesión lleva consigo
el contenido de conflicto y enfrentamiento, que también puede darse en otros
tipos de separaciones, como las guerras de independencia, pero, en este caso,
no dentro de la unidad del territorio del Estado. El concepto trata de ser 
teórico y real a la vez. Un concepto no puede ser meramente teórico, sino que
ha de tener una dimensión real, de lo contrario nos cerramos al conocimien-
to, en este caso, de la realidad social y de su deber ser. Las teorías plebisci-
tarias ofrecen una respuesta normativa o prescriptiva al problema de la crea-
ción de nuevos Estados utilizando el concepto de secesión en un sentido tan
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amplio, que incluye contenidos empíricos diferentes, que, por serlo, re-
quieren ser descritos a través de conceptos distintos. No es lo mismo una
cruenta y salvaje guerra de secesión que un acuerdo pacífico de separación.
Ni siquiera el resultado de ambos procesos es igual en ambos casos. Por ello,
no se puede llamar a las dos cosas con el mismo nombre, a no ser que lo que
se quiera es crear confusión. El concepto restringido de secesión no sólo es
un instrumento abstracto de análisis, sino, también, de descripción de una
variada realidad empírica de las creaciones de los Estados. Permite no sólo
describir mejor la realidad de la secesión, sino, también, explicarla y, sobre
todo, valorarla. La teoría, incluso la teoría moral, es inseparable de la reali-
dad. Y, aunque Sartori diga que al filósofo «se le permite ignorar los hechos
y ser sólo normativo, tratar sólo de ideales» (2007:12), hay que añadir que es
un permiso excesivo. Lo normativo no puede estar desvinculado de lo des-
criptivo. Los conceptos (poder, autoridad, consenso y, se puede añadir en
este caso, secesión), dice Wolin, no son cosas reales, pero su función es dar
significado a los hechos políticos reales, «ya sea con fines de análisis, críti-
ca o justificación, o una combinación de estos fines» (Wolin , 1960: 15). El
concepto, pues, de secesión, se refiere aquí a una lucha entre contrarios, es
esencialmente conflictivo y tiene lugar en un Estado previamente existente.
Por ello, ni las separaciones pactadas, ni las descolonizaciones, ni la descom-
posición de los imperios, ni la independencia de un Estado conquistado por
otro son secesiones en sentido estricto.

La cuestión de la definición teórica de la secesión plantea, como es lógi-
co, un problema metodológico en la Ciencia Política, que afecta al debate de
la secesión y, también, de la autodeterminación, derechos de minorías y, espe-
cialmente, de la soberanía territorial. Según escribe Bishai, la secesión es un
concepto territorial, que entra en contradicción con la soberanía territorial del
Estado moderno. De entrada, reduce las perspectivas de solución de los pro-
blemas de los grupos sociales a un enfrentamiento frontal con el Estado, por-
que no hay más solución, según esto, que la repetición del esquema de la
soberanía territorial en un nuevo Estado y ello alimenta la idea de los separa-
tistas de que no hay más opción que la independencia. La secesión, por otra
parte, es un riesgo alto para la economía y la política de un Estado; obliga a
redefinir el significado y la identidad del Estado; reproduce los mismos pro-
blemas que trata de solucionar, entre ellos, el del consentimiento político y el
de las nuevas minorías, y fomenta con su obsesión por el control territorial los
ámbitos de exclusión entre los grupos. El concepto de secesión territorial, por
más lógico que pueda parecer por su relación, más que dependencia, con el
Estado territorial, apuntala, aún más, que tanto la autodeterminación como la
soberanía sigan entendiéndose únicamente como conceptos territoriales. Por
todo ello, la idea de conflicto, propia del concepto restringido de secesión,
expresa, desde un primer momento y con mayor realismo, la naturaleza del
debate sobre la secesión favoreciendo la conveniente flexibilización de otros
conceptos de la teoría política (Bishai, 1998: 93-94).
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Una segunda matización se refiere al concepto de derecho que utilizan
las teorías que se recogen en este trabajo, cuando hablan del derecho a la
autodeterminación y a la secesión. No se usa en el sentido de un derecho
especial, como podría ser el derivado de un contrato, o en el sentido de un
derecho fundamental recogido en una Constitución, tal que el derecho a la
vida o el derecho a la libertad de expresión, sino como un derecho general,
que en muchas ocasiones se expresa como derecho moral. Expresiones como
derecho de un grupo a la secesión han de entenderse como derecho general
o derecho moral a la secesión (Buchanam, 1998: 230).

No obstante, el autor de este trabajo utiliza el término ‘derecho’ en su
sentido estricto, como concepto jurídico, no como concepto moral. La expre-
sión ‘derecho moral’ no deja de ser una imprecisión conceptual y, cuando por
respetar la literalidad de los teóricos analizados, se utiliza el término ‘dere-
cho moral’, simplemente se quiere decir ‘razón moral, argumento moral o
exigencia moral’, aunque uno discrepe de semejante moralidad.

Una tercera matización es que el derecho de autodeterminación se usa
como autodeterminación para la secesión y, cuando se utiliza únicamente el
término ‘derecho de secesión’, éste significa, también, derecho de autodeter-
minación para la secesión, salvo que un autor lo utilice en otro sentido, como
sería el caso de hablar de derecho de autodeterminación para la autonomía,
autogobierno o federalismo. Así lo hacen algunos moderados autores de la
teoría democrática. 

III. LA DEFENSA DE LA AUTODETERMINACIÓN PARA LA SECE-
SIÓN EN LA TEORÍA DEMOCRÁTICA. El principio de asocia-
ción política voluntaria basada en el derecho individual de libre aso-
ciación.

La exposición de las teorías democráticas o plebiscitarias se hace por
autores y sigue un orden cronológico. Conviene advertir que para algunos
la autodeterminación para la secesión es la única alternativa, mientras que
para otros la autodeterminación, según las circunstancias y los casos, está
abierta a diversas posibilidades desde la secesión hasta la autonomía. Los
defensores del derecho de autodeterminación para la secesión, a pesar de
que parece que lo defienden como un derecho absoluto, suelen exigir más
o menos condiciones para su ejercicio. Más exacto sería decir que la teoría
democrática distingue entre derecho moral a la autodeterminación, que es
substancial y permanente, y ejercicio de tal derecho, que es el que está
sometido a condiciones. Éstas afectan a su ejercicio, pero no anulan el
derecho moral sustantivo. Las verdaderas diferencias entre los autores
están en las condiciones de aplicación. Es importante tenerlo en cuenta,
porque son las condiciones de aplicación las que denuncian lo infundado
de la conclusión inicial.
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Harry Beran escribe en uno de sus trabajos (1998: 33) que los autores
que han escrito en defensa del principio de asociación política voluntaria han
sido pocos y menciona a Gilbert Murray, Robert Dahl, Thomas Pogge y,
especialmente, David Gautier. No obstante, también se puede considerar a
Christopher Wellman, Daniel Philpott, Copp, Glaser o el mismo Beran como
integrantes de esta corriente de pensamiento. Voy a exponer a continuación
el análisis de estos cinco últimos autores.

David Gautier es uno de los más radicales y, aunque defiende, en princi-
pio, como criterio la libertad total para la secesión, entendida como secesión
unilateral, establece alguna limitación en el ejercicio del derecho de autode-
terminación. Este autor escribe pensando en el problema de Québec y, para
destacar la rotundidad de su tesis, excluye de su análisis todos aquellos casos
en los que se da una relación de ilegitimidad entre el Estado dominante y la
parte secesionista, ilegitimidad basada, por ejemplo, en la ocupación violen-
ta. En estos casos, el derecho de la parte secesionista a la separación se fun-
damentaría en la nulidad del acto de ocupación por parte del Estado domi-
nante y no en el derecho a la secesión en el sentido en que Gautier lo defien-
de. El ejemplo es el de Lituania con respecto a Rusia. La separación de
Lituania es legítima, porque su ocupación por Rusia era ilegítima. Así pues,
todo Estado que trata injustamente a parte de sus miembros carece de legiti-
midad sobre ellos y, en consecuencia, tales personas tienen plena libertad
para decidir lo que les convenga.

Pero el núcleo del pensamiento de Gautier se refiere al caso de los Esta-
dos legítimos –órdenes políticos legítimos–, donde no se puede hablar de
ninguna opresión ni de ningún tipo de injusticia. Trata el derecho de secesión
como parte de los derechos individuales, no como derecho colectivo o dere-
cho de grupos, y el punto de partida es la idea de interacción. Su tesis se fun-
damenta en el derecho débil de asociación o no asociación, según el cual
toda persona tiene derecho a asociarse con quienes quiere asociarse y, a su
vez, quieran asociarse con ella. Así mismo, toda persona tiene derecho a evi-
tar o salirse de una asociación, con cuyos miembros no quiere asociarse o no
quiere seguir estando. La coordinación de este derecho con los de otras per-
sonas debe hacerse de manera que el máximo posible de personas se encuen-
tre en su asociación deseada. Este derecho actúa en ambas direcciones, para
asociarse y para separarse, por lo que es legítimo un movimiento secesionis-
ta que quiera fundar un nuevo Estado o unirse a otro existente por motivos,
por ejemplo, culturales o de otro tipo. (No hay que confundir el motivo con
la legitimación de la secesión, ya que ésta se fundamenta en la pura volun-
tad individual). Pero nadie tiene derecho a asociarse o continuar en una aso-
ciación con quienes no quieren asociarse con él, dice el autor poniendo el
ejemplo del matrimonio: uno tiene el derecho a casarse con la mujer que
también lo quiere, pero no si no lo desea.

Gautier pone como ejemplo el caso de Irlanda del Norte, en el que la
mayoría de los católicos de Irlanda del Norte y la mayoría de los ciudadanos
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de la República de Irlanda quieren unirse, mientras la mayoría de los protes-
tantes de Irlanda del Norte quiere continuar en el Reino Unido. Si se diera el
caso de una unión entre las dos Irlandas, esto sería contrario al ‘derecho
débil’ individual, porque, al ser mayoría los protestantes de Irlanda del Nor-
te, serían más personas las que tendrían que estar asociados con los que no
quieren. El principio, pues, exige que la aceptación sea mutua y por mayoría
en ambos casos, es decir, por parte de Irlanda del Norte y la República de
Irlanda. El mismo argumento lleva al autor a justificar la secesión de Qué-
bec, porque, en el caso de seguir con la actual situación, la mayoría de Qué-
bec, los francófonos, estaría obligada a estar asociada con los canadienses,
es decir, con los que no quieren estar asociados.

Sin embargo, el autor advierte que su teoría no justifica, siguiendo con
el ejemplo anterior, que la mayoría de los británicos invocase su ‘derecho
débil’ para separarse de Irlanda del Norte, argumentando los costes que por
causa de la violencia estuviera sufriendo Gran Bretaña. Ello supondría
rechazar la defensa que un Estado debe hacer de una parte de la asociación
hasta ese momento aceptada y bienvenida. Sería incumplir una parte esencial
del rol para el que existe una asociación política, cuyo fundamento moral,
invocando a Locke, es que no se debe mejorar a costa del empeoramiento de
otro. Esto no es contradictorio con lo dicho más arriba de que nadie tiene
derecho a continuar en una asociación si los demás no quieren, ya que intro-
duce el nuevo factor del enriquecimiento a costa del otro.

Según esto, el ‘derecho débil’ a la autodeterminación debe combinarse
con otros factores, que hacen que no se pueda interpretar de una manera
absoluta, no obstante su valor universal. Así, el autor añade que si la separa-
ción beneficiase a la parte secesionista a costa del Estado matriz y cargara
sobre éste los costes de la separación, entonces no se podría hablar de dere-
cho de secesión. Esta excepción, de todos modos, no puede interpretarse en
sentido extensivo. Así, la mera pérdida de ventajas derivadas de la asociación
o el debilitamiento de sus respectivas economías como consecuencia de la
secesión no son razones para rechazar la secesión.

En definitiva, Gautier defiende que existe un amplio derecho para los
miembros de un grupo a separarse de su comunidad política (Estado), inclu-
so en el caso de que tal comunidad haya sido plenamente legítima. Así como
existe un caso moral para el divorcio sin culpa, así hay un caso moral para la
secesión sin culpa (Gautier, 1994: 357-372, passim).

Según Wellman, los grupos humanos pueden tener derecho a la secesión
por injusticias causadas por el Estado, pero eso no constituye un derecho de
secesión basado en el derecho de autodeterminación. A partir del análisis de
la naturaleza de la reivindicación del Estado de su territorio político, el autor
cree estar en condiciones de concluir cuándo, cómo y qué clases de grupos
secesionistas pueden tener válidas reivindicaciones para con el territorio
codiciado. Esto no sería así, porque fuesen tratados injustamente, sino por-
que, simplemente, deciden ejercitar su primario derecho de autodetermina-
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ción política. Ahora bien, puesto que el ejercicio del derecho primario de una
manera absoluta –mero consentimiento– podría tener consecuencias dañinas
por la proliferación de muchos minúsculos Estados, como sería el caso de
que el Estado fuese incapaz de realizar su función de protección de los dere-
chos, el derecho de los grupos a la secesión, más bien la aplicación del dere-
cho a la secesión, depende de que el grupo secesionista y el Estado remanen-
te sean capaces de cumplir con las funciones propias de un Estado. Esto,
lógicamente, exigiría un análisis empírico caso por caso. A este modelo de
análisis el autor le llama ‘híbrido’, ya que combina elementos propios del
método de la teoría del plebiscito basado en el derecho de asociación políti-
ca y elementos propios del método teleológico basado en la necesidad del
cumplimiento de las funciones propias de un Estado. Según esto, cualquier
grupo que reside en un territorio tiene derecho a formar su propio Estado si,
en primer lugar, constituye una mayoría en ese territorio; si, en segundo
lugar, es capaz, una vez constituido en Estado, de llevar a cabo las funciones
legitimadoras de un Estado, principalmente, la seguridad y la justicia; y si,
en tercer lugar, no perjudica al anterior Estado para cumplir esas mismas
funciones legitimadoras (Wellman, 1995: 149, 161-163, 170-171; Bucha-
nam, 1998: 236).

Daniel Philpott nos recuerda que la historia de la autodeterminación
invita al escepticismo, pero recuerda, también, que es inseparable de la
democracia y, por ello, defiende que cualquier grupo de individuos dentro de
un territorio definido que desee gobernarse de manera más independiente
disfruta, prima facie, de la autodeterminación, entendida como acuerdo legal
que concede la independencia o una autonomía más grande dentro de un
Estado federal. La cuestión de la autodeterminación, de este modo, queda
abierta, ya que diferentes situaciones requieren diferente soluciones. Esto
hace de Philpott un autor más razonable y más prudente que maneja otras
alternativas que la mera secesión en sentido estricto.

La autonomía moral individual basada en el concepto de Kant es el fun-
damento de la autodeterminación, que, a diferencia de otras opiniones, es
interpretada en el sentido de autodeterminación democrática. La autonomía
es la fuente del liberalismo y de la democracia. El derecho de autodetermi-
nación es una exigencia de la democracia liberal. La autonomía no se entien-
de como la oportunidad de elección, sino como la actuación cuidadosa y
reflexiva de acuerdo con la razón práctica de cada uno. La dimensión insti-
tucional de la autonomía exige que el derecho proteja la libertad negativa y
la libertad positiva –de manera que ésta permita actuar deliberada y reflexi-
vamente–, así como las instituciones políticas –de leyes y estructuras de
gobierno– y la justicia distributiva.

De estas tres exigencias es la de las instituciones democráticas la que
implica la autodeterminación. Ésta es única en promover la democracia para
un grupo, cuyos miembros reclaman en primer lugar compartir una identidad
con objetivos políticos y, en segundo lugar, buscar un gobierno separado del
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gobierno del Estado. No se trata de la única identidad de los miembros del
grupo, sino de la identidad conforme a la cual quieren gobernarse.

Las razones para la autodeterminación, piensa Philpott, no se reducen a
la actividad de gobierno; pueden ser otras como el deseo de extender la len-
gua, educar a los niños en sus costumbres, salvar la religión, superar las ame-
nazas a la identidad y la cultura en peligro, evitar las persecuciones y el
abandono económico, dejar de estar conquistados o divididos por la diplo-
macia internacional y otras posibles razones. Pero, aunque estas razones dis-
tintas del mero autogobierno pueden ser moralmente relevantes para la auto-
determinación, ninguna es necesaria. La pretensión de participar mejor en
política y de estar mejor representados en la gestión de sus propios asuntos
aumenta la autonomía de sus miembros y la autonomía, ésta es la clave, está
en el centro de la justificación de la autodeterminación.

Ahora bien, aunque la mayoría, en parte, aspira a la autodeterminación
por su intrínseco valor, también lo hace motivada por otras pretensiones y
son esas otras pretensiones las que hay que analizar, porque puede ocurrir
que, a la vez que no hace falta ninguna motivación especial para la justifica-
ción del derecho de secesión, las otras pretensiones puedan de hecho quitar
valor a tal derecho. Esto ocurre cuando los objetivos que acompañan al deseo
de la autodeterminación levantan la perspectiva de la injusticia. En tales
casos, es decir, cuando los que reivindican la autodeterminación son los
esclavistas, los opresores de minorías o los ladrones, como cualquier plan
que comprometa la autonomía, hay que tomar medidas que o bien impidan
la injusticia a través, por ejemplo, de una autonomía federal, o bien radical-
mente nieguen la autodeterminación. Así, las motivaciones injustas, y sólo
ellas, pueden condicionar la autodeterminación.

El valor de la autonomía lo es para todos, tanto para los separatistas
como para los miembros del anterior Estado de manera que la potenciación
de la autonomía de unos no debe limitar la de los otros. Por ello, la autode-
terminación sólo puede ser justificada de manera condicional. El recurso al
federalismo para suavizar los ataques a la autonomía explica el carácter con-
dicional de la autodeterminación. Los separatistas tienen únicamente de-
recho a aquellos poderes y prerrogativas que respetan la autonomía de los 
anteriores conciudadanos.

El problema que ahora se plantea es el de determinar el grupo al que
corresponde la autodeterminación. Para muchos autores es una cuestión vir-
tualmente insoluble. Para Philpott, ni la etnicidad ni ningún otro rasgo obje-
tivo puede ser el criterio de identificación del sujeto de la autodeterminación.
Y, puesto que responder a este problema supone determinar las fronteras
territoriales, no hay más alternativa, frente a la arbitrariedad, compatible con
la democracia liberal que la decisión y aprobación por sus habitantes.

Como la autodeterminación no sólo crea un nuevo Estado o una región
autónoma, sino, también, separa y coloca bajo un nuevo tipo de soberanía la
tierra del viejo Estado, esto plantea la cuestión de si un grupo puede, además
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de reivindicar un nuevo gobierno, reivindicar la tierra. Así como Buchanam
defiende que la reivindicación de la tierra ha de ser justificada como condi-
ción previa para el ejercicio del derecho de secesión, Philpott defiende que
el legítimo derecho de autodeterminación lleva consigo la tierra que el nue-
vo gobierno ha de administrar y proteger.

Pero, aunque la autodeterminación sea un derecho general, no quiere
decir que no esté sometido a ciertas reservas, como las que se derivarían de
determinadas intenciones de los separatistas (establecer la esclavitud) o de
previsibles consecuencias perversas. No se justificaría, según esto, una des-
colonización que condujera a la negación del más mínimo contenido de la
democracia liberal disfrutada ya en la situación colonial, es decir, a la nega-
ción de los derechos humanos básicos, aunque sí se podría aceptar la dismi-
nución de ciertos derechos, por ejemplo, electorales o educativos, para pro-
teger la cultura entendida como contexto de elección. En el caso de la nega-
ción total del liberalismo, salvo secesión de otro Estado despótico, no cabe
la justificación de la autodeterminación. Esto hace que la autodeterminación
sea algo más restringido que lo que sugiere la afirmación inicial.

A diferencia de lo que dicen los remedialistas, no hace falta demostrar
que el grupo separatista sufre injusticias, por muy importantes que éstas sean
moralmente hablando. El derecho de autodeterminación no necesita de ellas,
porque el criterio definitivo no es la injusticia, sino la existencia del grupo
que quiere la autodeterminación, sufra injusticias o no las sufra. Para Phil-
pott, en todos los Estados hay gente discriminada, pero en pocos se puede
hablar de que esas injusticias las sufren por ser integrantes de determinados
grupos. La masa, la gente, no forma grupos más que cuando sus miembros
se identifican como grupo que quiere desarrollar sus propios fines. Con la
conciencia de grupo se adquiere estatus moral y el autogobierno, que funda-
menta el derecho de autodeterminación. La injusticia puede ayudar a forta-
lecer la identidad y la solidaridad de un grupo e, incluso, ser un motivo para
la autodeterminación, pero no crea al grupo como tal.

Sin embargo, Philpott considera que, cuando la cultura está en peligro o
un grupo está amenazado de genocidio, está justificada la autodetermina-
ción, tanto desde el punto de vista democrático como desde el punto de vis-
ta de los derechos humanos. En estos casos, la independencia puede ser el
único modo de impedir tales violaciones.

En cuanto al problema de los disidentes (personas que pertenecen a un
grupo, pero que no están de acuerdo con la separación) y minorías (no per-
tenecen al grupo) el problema está en saber qué reivindicaciones están justi-
ficadas, dado que no se trata de un grupo homogéneo. En el caso de los disi-
dentes, el criterio a aplicar debe ser el mayoritario a través del plebiscito. Si
se trata de las minorías, donde el territorio no es homogéneo, la decisión
corresponde a la mayoría de habitantes del territorio, pero con la salvedad de
que los derechos de la minoría, incluidos los culturales, deben ser garantiza-
dos por el nuevo gobierno. Esto quiere decir que la autonomía de la mayoría
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no debe ganarse a cuenta de los derechos de las minorías. Pero, hay otra
cuestión en el caso de las minorías y es que se puede hablar de la existencia
de un territorio homogéneo dentro de otro territorio heterogéneo, ya que
estas minorías ocupan su propio enclave. En este caso, la lógica exige tratar
a este enclave como un candidato a elegir su propio destino mediante la deci-
sión de su propia mayoría.

Pero, más allá de los principios y de la teoría, como la aplicación de la
autodeterminación suele producir malas consecuencias (guerra y refugiados,
por ejemplo), Philppott se replantea la cuestión del derecho de autodetermi-
nación desde ese punto de vista. El resultado es la moderación del derecho
de acuerdo con el principio básico de la proporcionalidad y la distinción
entre los tipos de autodeterminación, ya que las consecuencias de la secesión
no son las mismas que las de otras formas de autodeterminación. Por ello, de
manera general, se puede garantizar un derecho general a la autodetermina-
ción de un grupo siempre que su nivel de justicia (liberalismo, principio
mayoritario y respeto de las minorías) sea tan alto como el del Estado de ori-
gen. Su nivel de autonomía es variable y aumenta, hasta la secesión, de
acuerdo con los agravios y amenazas sufridas y desciende hacia otras formas
más suaves de autonomía, cuando la separación suponga la limitación de la
autonomía de los miembros del Estado. La justicia de la autodeterminación
y cualquier injusticia sufrida hay que sopesarlas con la perspectiva de la 
guerra o el caos. En definitiva, la secesión es el último resorte que aplicar;
únicamente, cuando ninguna otra alternativa es suficiente.

La autodeterminación se justifica en la medida en que promueve la
democracia, pero el éxito de la democracia depende de su estabilidad y las
soluciones democráticas estables no necesitan ser siempre mayoritarias, ya
que determinadas medidas que permiten el autogobierno de los grupos y la
defensa de sus intereses, además de tomar parte en las decisiones del Estado
entero, son formas de autodeterminación que han probado su estabilidad. De
ninguna manera, concluye el autor, el reconocimiento de la autodetermina-
ción en el sentido en que lo ha establecido produciría un desastre humani-
tario, ya que, en primer lugar, permite pocas secesiones y rechaza muchas
reclamaciones de autonomía federal. La legalización de la autodetermina-
ción y su prudente aplicación por los más poderosos Estados contribuiría, no
a la anarquía, sino al orden y a la estabilidad. El autor sentencia que los gru-
pos divididos no tienen futuro, pero tales grupos estarán menos divididos, si
sus miembros se sienten respetados (Philpott, 1995: 352-385, passim)4.

El análisis de David Copp sobre si algún tipo de grupo dentro de un Esta-
do tiene derecho a la secesión se plantea en el contexto más amplio de la
división política. La cuestión a estudiar es qué grupos y en qué territorios tie-

4 El argumento de la autonomía como fundamento del derecho de secesión aparece, tam-
bién, en Philpott (1998: 82-83.100).
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nen el derecho a constituirse en Estados, es decir, qué grupos tienen el dere-
cho de autodeterminación. La tesis de Copp es que las sociedades con un
territorio (sociedades territoriales) y un deseo permanente por el autogobier-
no tienen el derecho para constituirse en Estados. Por el contrario, las nacio-
nes, en un mundo de sociedades pluralistas, carecen de tal derecho. Lo mis-
mo les ocurre a ciertos grupos culturalmente homogéneos.

Aunque Copp defiende que el derecho de autodeterminación consiste en
el derecho de un grupo a adquirir la condición de Estado o, si ya lo es, en el
derecho a continuar siéndolo, el fundamento de tal derecho está en los dere-
chos democráticos de sus miembros; ahora bien, hace falta que los indivi-
duos formen un grupo social determinado, el de una sociedad territorial y
política. No se trata de un derecho absoluto, ya que puede haber circunstan-
cias en las que no se pueda ejercer tal derecho, como podrían ser aquéllas en
las que están en juego la paz y la seguridad internacionales. En estos casos
tiene que haber una compensación, que podría ser la de un autogobierno
limitado dentro del Estado.

El sujeto de este mal llamado derecho moral a la autodeterminación es
el Estado, pero también lo puede tener algún grupo interno del Estado, ya
que el derecho del Estado sobre su territorio no tiene más contenido que el
de imponer en él su ordenamiento jurídico, ejercer un efectivo control e
impedir interferencias ajenas sobre su acción de gobierno, pero no incluye el
rechazo del derecho de secesión. Si, por tanto, un grupo o una entidad den-
tro del Estado tiene el derecho de secesión, éste incluye un derecho sobre su
territorio de la misma naturaleza que el del Estado con la correspondiente
libertad de plantear un plebiscito para crear un Estado en su territorio y el
poder de adquirir el derecho a gobernar en su territorio. Y este derecho a la
secesión no está ligado a la injusticia.

Los elementos definitorios de estos grupos, que pueden separarse legíti-
mamente del Estado, son el de ‘sociedad’, ‘territorio’ y ‘política’, cuyo fun-
damento último es la democracia. El autor no desarrolla ninguna teoría de la
democracia. Simplemente utiliza lo que, según él, defienden los demócratas
como idea principal y que considera suficiente fundamento de su teoría. Lo
esencial de la democracia, de donde nacen todos los demás poderes, es el
gobierno conforme con una constitución que establece que son los ciudada-
nos los que de manera igual disponen de la autoridad sobre las decisiones
políticas. Por tanto, el principio básico de la democracia es la igualdad de
todos los ciudadanos, que, a su vez, exige la igual autoridad de todos ellos
sobre las decisiones políticas. Y esto ha de aplicarse lo mismo al Estado que
a cualquier otro grupo interno al Estado, que ocupara un territorio o tuviera
derecho a ocuparlo y en el que podría construir un Estado, si hubiese un
deseo estable por lograrlo.

Por sociedad se entiende un gran grupo, comparable en tamaño al de la
población de un Estado, de historia multigeneracional y con capacidad para
existir varias generaciones (la creación de instituciones que conviertan una
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población en un Estado puede durar varias generaciones y, más, si se trata de
un Estado democrático), caracterizado por una red de relaciones sociales
(incluida la del compañerismo) y por normas de cooperación y coordinación,
fundamentales para la construcción institucional del Estado. El grupo abar-
ca, con un criterio ampliamente comprehensivo, a toda la población de resi-
dentes permanentes de un territorio relevante con la excepción de los recién
llegados, que todavía no están integrados en la red de relaciones sociales,
porque, por ejemplo, no tienen todavía amigos o conocidos en el grupo, y
con la exclusión de los emigrantes.

Por ‘política’ se entiende la voluntad estable –no simplemente esporádi-
ca– y generalizada del grupo de querer formar un Estado, bien sean razones
culturales o tradicionales u objetivos políticos los que expliquen esta perma-
nencia general. En caso contrario, el Estado estaría legitimado para impedir
la secesión de tal sociedad.

En lo que se refiere al territorio, éste ha de ser considerado una región de
tierra o una suma de regiones de tierra, donde pueda desarrollarse cualquier
tipo de relación social significativa y donde sea factible construir un Estado.
El territorio de una sociedad es aquél en el que virtualmente todos los miem-
bros de la sociedad residen permanentemente y virtualmente todos los resi-
dentes permanentes del territorio son miembros de la sociedad. Las dudas
pueden surgir en torno al inmigrante, pero, en cualquier caso, cualquier per-
manente residente del territorio debe ser tenido como miembro de la socie-
dad durante el período de su permanente residencia. Su razón estriba en que
si una sociedad tiene el derecho de autodeterminación, democráticamente
hablando, cualquier decisión sobre la soberanía, es decir, sobre la conversión
de una sociedad en Estado, debe ser decidida por todos los miembros de la
sociedad. No es éste el caso de los residentes temporales. La sociedad terri-
torial puede tener ya su territorio o el derecho a ocuparlo por razones his-
tóricas u otras consideraciones a pesar de que no lo ocupe en la actualidad.
Pero la sociedad, que no ocupa un territorio o carece de un especial derecho
moral a ocuparlo, no tiene el derecho de autodeterminación al carecer del
poder para constituirse en Estado. Ahora bien, una sociedad territorial y polí-
tica, según criterios democráticos, tiene el derecho a que no se le impida rea-
lizar un plebiscito para formar un Estado y, supuesto el apoyo mayoritario a
favor de la creación del Estado, tiene derecho a que ningún otro Estado inter-
fiera en su creación.

Copp no se limita a defender qué grupos tienen derecho a la secesión,
sino, también, a rechazar expresamente a aquellos que, en su opinión, no tie-
nen tal derecho. En primer lugar están los grupos culturales, lo que algunos
autores llaman ‘grupos abarcantes’5. Tales grupos tienen un carácter común
y una cultura común que es dominante abarcando muchos, variados e impor-

5 Ver Avishai Margalit y Joseph Raz (1990: 439-61).
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tantes aspectos de la vida, de manera que los miembros de tales grupos están
marcados por el carácter de la cultura del grupo. Estos grupos afincados en
un territorio, por ejemplo, los francófonos en Québec, con una identidad pro-
pia basada en su cultura, serían el sujeto de la autodeterminación. El criterio
excluye del derecho de autodeterminación a todos los habitantes del terri-
torio que no formen parte de tal grupo cultural. Únicamente contaría la
voluntad de los grupos que forman la substancial mayoría ‘abarcante’.

La razón del rechazo de este criterio está en que es contrario a los prin-
cipios democráticos e igualitarios, además de utilizar un impreciso concepto
de ‘cultura’ y un especialmente resbaladizo criterio de ‘identidad’. El argu-
mento cultural insiste en la importancia del Estado para el bienestar de los
miembros del grupo cultural ‘abarcante’, pero olvida que también el bienes-
tar de los demás quedará afectado por la creación de un nuevo Estado. Por
tanto, el mismo argumento sirve para defender que el derecho de autodeter-
minación pertenece a toda la población del territorio.

De la misma manera, el argumento cultural abarcante habría que recono-
cerlo a las poblaciones de las muchas sociedades plurales existentes, donde
hay diversos grupos abarcantes y, en muchos casos, el grupo no abarcante es
la mayoría substancial en cualquier parte del territorio. Si se dice que el bien-
estar de los pertenecientes a los grupos abarcantes depende de la prosperidad
del grupo, lo mismo cabe decir de los miembros de sociedades pluralistas
respecto a la prosperidad de su sociedad. Por otra parte, argumentar con que
la identidad, como parte esencial de la prosperidad de cada miembro, depen-
de del grupo abarcante más que de toda la sociedad, olvida que la naturale-
za multicultural de las sociedades plurales puede ser mucho más importante
para la persona que la cultura de su propio grupo. Además, no cabe deducir
de la conveniencia de que un grupo tenga su propio Estado que tal grupo tie-
ne derecho a tenerlo.

Y, en segundo lugar, están las naciones, sobre las que Copp piensa que tie-
nen similares problemas que los grupos culturales. Una nación es casi siempre
una parte propiamente dicha de una sociedad en un territorio y sería antidemo-
crático que dispusiera del derecho en lugar de toda la sociedad. Además, una
nación no tiene que estar necesariamente organizada en Estado, ni un Estado
tiene que ser necesariamente la forma política de una nación.

La nación, un grupo que existe desde hace varias generaciones, ha de
incluir, según Copp, otros elementos. En primer lugar, que el grupo tenga
una historia y una tradición con las que sus miembros se identifiquen senti-
mentalmente (orgullo, vergüenza, resentimiento) y sean a la vez aceptados
como miembros por otros que se identifican de la misma manera. En segun-
do lugar, que exista entre los miembros de la nación la aspiración o el deseo,
entendido en un amplio sentido, estable y generalizado de que el grupo se
convierta en Estado. Ésta es la manera de entender a las naciones como gru-
pos políticos. Y en tercer lugar, la nación ha de tener un territorio en el que
el Estado pueda formarse de manera factible para los miembros, exactamen-
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te, de la nación o, al menos, la mayoría de sus miembros, independientemen-
te de que el territorio esté dividido por una frontera actual.

Pues bien, lo común es pensar que las naciones tienen el derecho de auto-
determinación, pero Copp advierte de que la nación no es ni necesaria ni sufi-
ciente para que un grupo tenga el derecho de autodeterminación. Una sociedad
multinacional puede tener el derecho de autodeterminación sin tener un carác-
ter nacional y sin tener una historia y unas tradiciones comunes. Y en lo que se
refiere a que el carácter nacional sea una condición suficiente, conviene aclarar
que los miembros de una nación pueden estar mezclados en el mismo territorio
con los no miembros a semejanza de lo que ocurre en Québec. Aplicando los
criterios nacionales, los miembros de la sociedad, residentes permanentes del
territorio de la nación, podrían ser excluidos de la nación por no reunir alguna
de las condiciones del carácter nacional. Según esto, sería antidemocrático con-
ceder el derecho de autodeterminación a la nación y no a la sociedad dentro de
la que está la nación, ya que determinados miembros de la sociedad, los ajenos
a la nación en cuestión, se verían privados del voto. Las razones democráticas
parece que avalan, también, la idea de que el derecho de autodeterminación per-
tenece propiamente a toda la sociedad de un territorio más bien que a una
nación en los casos en que la nación no sea toda la sociedad. Los criterios demo-
cráticos sugieren ‘que si el derecho pertenece a algún grupo, éste es el que for-
ma una sociedad completa’, es decir, la sociedad territorial y política. Si éste
fuera el caso de Québec, añade el autor, los derechos de Canadá no incluyen el
derecho de mantener su unidad impidiendo a Québec su secesión. El derecho
de gobierno no da derecho contra los ciudadanos del Estado para que éstos no
interfieran, sino todo lo contrario, ya que la democracia exige que las institucio-
nes del Estado se dispongan de tal manera que todos los ciudadanos por igual
puedan ‘interferir’. Por ello, todos los quebequeses, independientemente de su
cultura y lengua, como miembros de la sociedad, tendrían autoridad sobre el
derecho de secesión. La conclusión es que, si un grupo es una sociedad terri-
torial y política, tiene el derecho de autodeterminación fundamentado en los
derechos democráticos de sus miembros. Copp no usa el término de sociedad
‘distinta’, aunque podría usarlo, siempre que se interpretara lo distinto no como
un conjunto de condiciones prepolíticas (v. g. culturales), sino como condicio-
nes, en primer lugar, política, voluntad de los integrantes del grupo social de
formar otro Estado, y, en segundo lugar, territorial, territorio propio con capaci-
dad para vivir en grupo y formar un Estado6 (Copp, 1997: 277-300, passim).

6 El autor confiesa en el artículo citado algo difícil de entender en un análisis con preten-
siones científicas, al afirmar que sus argumentos son incompletos debido, en parte, a que los
conocimientos básicos de democracia no los tiene muy claros. Como crítica se puede decir
que es contrario a cualquier planteamiento científico establecer un marco teórico de análi-
sis de un problema que el investigador dice desconocer, al menos, en parte, como es, en este
caso, la democracia. Puede ser una confesión honesta, pero no anula el problema académi-
co que ella supone.
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Harry Beran justifica el derecho de autodeterminación y secesión funda-
mentándolo exclusivamente en el derecho individual de libre asociación. Su
teoría se formula como derecho moral a la autodeterminación política y a la
secesión. Según esto, no les hace falta a los individuos, por tanto, ningún
agravio ni situación de injusticia para justificar el derecho a formar comuni-
dades territoriales en la tierra que ellos tienen o adquieren legítimamente.
Tampoco necesitan creer que participan de otras características que el mero
deseo de formar otro Estado, ni necesitan tener una identidad étnica o cul-
tural común. Los individuos de cualquier grupo, por heterogéneo que sea,
tienen el derecho de secesión. Basta tener la mayoría en cualquier parte del
territorio del Estado. Es la ‘teoría del plebiscito’, que exige el asentimiento
actual de los individuos. Aunque Beran reconoce la distancia de su pensa-
miento con la realidad, no duda en afirmar que la separación pacífica entre
Chequia y Eslovaquia y la supuesta renuncia de Canadá a la fuerza ante el
caso de Québec muestran el carácter no utópico de su teoría. 

Beran resume su teoría democrática de la autodeterminación personal en
los siguientes puntos: a) toda persona adulta normal tiene el derecho de auto-
determinación personal y, por consiguiente, el de libertad de asociación con
quienes también lo quieran; b) las comunidades territoriales (Estado, enten-
dido en último término como pueblo o conjunto de individuos o parte de la
población, nación y comunidades de grupos territoriales y no territoriales, en
definitiva, grupo social en un común hábitat, compuesto de numerosas fami-
lias, que es capaz de perpetuarse a través del tiempo en cuanto entidad dis-
tinta, y cuyos miembros tienen entre sí relaciones directas y variadas, intere-
ses comunes, sentido de pertenencia al grupo y conciencia de ser un grupo
distinto) que tienen legítimamente su territorio, tienen el derecho de conti-
nuar ocupando su territorio; c) el derecho de autodeterminación política de
un grupo requiere que éste sea no sólo una comunidad territorial, sino que
sea, también, viable política y económicamente en cuanto entidad indepen-
diente; d) el derecho de autodeterminación de una comunidad territorial
compuesta de comunidades territoriales más pequeñas se deriva del derecho
de éstas en razón del principio de libre asociación; por ello, en caso de con-
flicto de fronteras entre una comunidad pequeña y otra más grande, prevale-
ce siempre el derecho de la más pequeña; e) el derecho de autodeterminación
política de una comunidad se ejercerá de acuerdo con el principio de ma-
yoría, normalmente en referéndum, pero, si la cuestión estuviese clara, no
haría falta el recurso al referéndum; f) el derecho de autodeterminación
incluye el derecho de secesión acordada, por lo que su ejercicio está sujeto a
la justa división de los activos y deudas del anterior Estado. En esencia, la
secesión debe ser permitida, si la desea un grupo territorialmente concentra-
do dentro de un Estado y si es moralmente y prácticamente posible.

Beran advierte que los costes, las alteraciones e inconvenientes de la
secesión son tan considerables, que tiene que haber fuertes razones para
hacerla, razones que no eliminan la negociación subsiguiente. Así mismo,
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considera que su teoría, para ser más convincente, requiere un contexto 
teórico formado por un acuerdo entre todas las comunidades del mundo
sobre los principios morales directamente relevantes para la autodetermina-
ción, una justicia distributiva internacional, una estratificación de niveles de
gobierno (mundial, continental, estatal, provincial y local) siguiendo el cri-
terio de Dahl de las cajas chinas como modelo de organización y la acepta-
ción del criterio de unas fronteras legítimas en lugar de las mejores fron-
teras.

A pesar de la rotundidad de su teoría, Beran admite en la práctica excep-
ciones a ésta como sería el caso de que una pequeña parte del territorio, que
quiere separarse, fuera fundamental para evitar una invasión del Estado ante-
rior y los separatistas se negaran a un acuerdo conjunto sobre el territorio. En
este caso, el derecho del Estado anterior a la paz puede anular el derecho de
autodeterminación. El Estado también podría oponerse a la secesión en el
supuesto de que la parte secesionista se quedara con todas las fuentes de
riqueza y no quisiera compartirlas con el anterior Estado.

El resultado de la aplicación de la teoría democrática, dice Beran, sería
el aumento del número de Estados y de las naciones-estados, el desarrollo
creciente de los lazos económicos y políticos entre Estados así como el for-
talecimiento de mecanismos de decisión global, la integración creciente de
los ejércitos que haría difícil su uso por parte de un Estado contra otro y, por
fin, un uso mayor de las Cortes internacionales, en lugar de la guerra para
resolver disputas.

Beran responde a la crítica de que la aplicación de su teoría aumentaría
tanto el número de Estados que haría imposible el gobierno de la humanidad
diciendo que es verdad que aumentaría considerablemente, pero no tanto
como para caer en la ingobernabilidad, ya que la inviabilidad de determina-
dos pretendientes no permitiría su creación y, por otra parte, comunidades
territoriales viables preferirían usar la autodeterminación para un mayor con-
trol de sus asuntos internos o un mayor papel en el orden internacional, pero
dentro de una comunidad política mayor, ya que esto les sería ventajoso.

El problema que aquí se plantea es el de la condición de comunidad ‘dis-
tinta’ para que pueda tener lugar el derecho de autodeterminación. Beran
defiende que si se acepta su teoría, que recoge las características de tales gru-
pos sociales (comunidad territorial, política y económicamente viable), la
comprobación de tal realidad es una cuestión meramente empírica y no sería
difícil determinar mirando pueblos y ciudades pequeñas si son comunidades
distintas. Esto responde al criterio del autor de que una teoría convincente de
la secesión legítima sólo puede serlo en cuanto parte de una teoría normati-
va comprensiva de las fronteras (Beran, 1998: 32-59, passim).

El análisis de D. J. Glaser podría estar entre los defensores del derecho
de secesión basado, como hemos visto en otros autores, en el principio de
libertad de asociación, o entre los contrarios a la secesión, ya que, en su opi-
nión, hay buenas razones para no usar tal derecho, sin que esto quiera decir
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que el derecho desaparezca. Glaser se define a sí mismo como teórico defen-
sor del derecho primario a la secesión, por tanto, no remedial, a partir de las
premisas del liberalismo igualitario o socialismo democrático. Su defensa
del derecho, a la vez que su oposición a ejercitarlo y a que no sea reconoci-
do, parece un claro inicio de la falta de sistematicidad en el análisis que rea-
liza y, especialmente, una muestra de servidumbre dogmática.

Glaser argumenta que la forma política más coherente con el derecho
individual a vivir (su propio autogobierno) como seres autogobernantes es la
asociación voluntaria. La democracia (la asociación democrática), así, tiene
por fundamento el consenso popular y la pertenencia voluntaria, es decir,
consiste en que la gente, al margen de sus diferencias en otras cuestiones,
esté conforme en vivir juntos y en observar unas mismas leyes. Pero el hecho
de que la mayoría de los Estados no se base en el consentimiento popular no
sólo lleva consigo que mucha gente pertenezca a Estados de los que no quiere
ser parte, sino que debilita tanto la legitimidad moral como la legitimidad
empírica del Estado. En estos casos poca gente se siente controlando sus des-
tinos y más gente se siente alienada con sus gobiernos. Sería bueno, en lo que
se refiere a las fronteras de los Estados, supuesto que no hay nada en este
sentido predeterminado o natural, que se decidiesen, coeteris paribus, demo-
cráticamente. Esto supone defender la secesión, pero no defender que la
secesión sea algo bueno o que la multiplicación de Estados sea positiva. De
todos modos, el derecho a la secesión no es absoluto, sino limitado. En este
sentido, Glaser expone una serie de observaciones, tanto conceptuales como
prácticas, que suponen, en buena medida, un salto del dogma a la realidad.

En primer lugar, está la definición del territorio, es decir, la unidad del
territorio objeto de la secesión, y la determinación de los votantes a partici-
par en el referéndum. En segundo lugar, está la vulnerabilidad de las mi-
norías antisecesionistas en el nuevo Estado y, en tercer lugar, la posible pér-
dida de valores democráticos en el nuevo Estado, si, por ejemplo, la secesión
supone dejar un Estado democrático para fundar otro no democrático. Por
otra parte, están las cuestiones relativas al reparto de los bienes generados en
común y de los recursos naturales explotados en común, cuando ocurre que
tales bienes están en el territorio secesionista.

Nada de esto anula el derecho de secesión, pero obliga a sopesar otras
razones morales y a tener en cuenta otros derechos, de manera que toda sece-
sión debería cumplir cuatro criterios fundamentales para ser legítima. En pri-
mer lugar, debe ser apoyada por una mayoría estable de residentes en el terri-
torio secesionista, siempre y cuando la población del territorio no hubiera
sido creada artificialmente en un pasado reciente. Sólo los adultos residentes
podrían participar en el plebiscito de secesión. En segundo lugar, la delimi-
tación del territorio debe hacerse de manera que incluya al máximo posible
de secesionistas y reduzca al mínimo posible el número de antisecesionistas.
En tercer lugar, han de respetarse los derechos básicos de todos los ciudada-
nos, incluidos los miembros de las minorías antisecesionistas. Y, en cuarto
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lugar, la distribución de los activos y responsabilidades entre el anterior y el
nuevo Estado, y, en el supuesto de que el territorio secesionista suponga llevar
la mayor parte de los bienes comunes, la parte secesionista tendrá que o bien
renunciar a parte de su demanda territorial o bien pagar una compensación.

En cuanto a si la democracia en el Estado disidente debe ser una condi-
ción para la secesión (ésta es la opinión de Nielsen, a quien cita el autor7),
Glaser considera que sólo los Estados respetuosos con los derechos humanos
podrían imponer tal condición. En el caso de Estados antidemocráticos, no;
bastante es, viene a decir, lo que gana la democracia con la secesión. Por el
contrario, podrían imponerla aquellos Estados que temiesen que el Estado
secesionista se iba a comportar mucho peor que el Estado existente.

A pesar de todas estas precisiones, el derecho a la secesión sigue exis-
tiendo, pero el problema para Glaser ahora es el de si el derecho de secesión
debe ejercerse o no, y si hay que animar al que lo tenga a ejercitarlo. Es ahora
cuando aparece su vertiente antisecesionista como consecuencia del análisis
que hace de los argumentos que habitualmente suelen utilizarse a favor de la
secesión. El autor los rechaza o los pone seriamente en duda. El rechazo es
evidente, no podría ser de otra forma, cuando se refiere al argumento de que
la secesión reduciría el conflicto creado por los secesionistas o que la sece-
sión promueve la libertad de asociación. Y, en relación con otros argumen-
tos, no se niega que en algún caso no puedan aconsejar la secesión, pero con
frecuencia y normalmente hablando tales argumentos son insuficientes. En
concreto son los argumentos de la descentralización, valorada positivamente
por la Ciencia Política durante mucho tiempo, pero, también, criticada por
sus efectos de parroquialismo y amenaza a la libertad individual; el de la len-
gua común, útil para una democracia, pero no necesaria como lo probarían
los casos de Canadá, Bélgica y Suiza (aunque el autor parece olvidar los pro-
blemas separatistas que acompañan a los dos primeros); el de que la secesión
sirve para centrar la política sobre la justicia distributiva y la democracia
dentro de los grupos y no sobre cuestiones étnicas, que olvida el uso por par-
te de los nacionalistas de las cuestiones étnicas para desviar la atención de
los problemas de clase y problemas democráticos; el argumento de que la
secesión podría facilitar la creación de un Estado de bienestar entre conna-
cionales deja de lado que el nacionalismo podría usarla para contrarrestar
políticas redistributivas o de clase; además, las posibles ventajas de un Esta-
do propio para los grupos explotados han de ser sopesadas con las incerti-
dumbres de su realización, con las pérdidas económicas para ambas partes,
fruto de la secesión, y con el posible empeoramiento de la situación de los
grupos subordinados del Estado anterior; y, aunque el argumento de la sece-
sión como instrumento de supervivencia cultural es valioso y defendible,

7 Ver Nielsen, K (1993: 29-43) y (1998: 103-133).
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más lo es que la opresión de las minorías culturales aumenta en Estados cul-
turalmente homogéneos que en multiculturales. El balance de todos estos
argumentos pro y contra de la secesión, concluye el autor, ha de hacerse caso
por caso, como es lógico, una vez que se pasa del campo de las creencias a la
realidad social y política. No obstante, a todo lo dicho se añade un último
argumento para dejar de lado la secesión, que es el de la prudencia, que llama
a la búsqueda de alternativas en los casos no decisivos y donde las campañas
secesionistas puedan probablemente desatar la división y el conflicto. Dado
que algunos de los valores que se conseguirán con la secesión se pueden rea-
lizar con otros procedimientos, como una combinación de descentralización y
centralización, la secesión podría convertirse en un peligro para lograrlos.

Los puntos de vista teórico y práctico de la secesión permiten a Glaser
plantearse lo que se podría recomendar a los dirigentes de un Estado ante las
presiones secesionistas. Dejando de lado ingenuas recomendaciones y pen-
sando en los secesionistas recalcitrantes, lo correcto sería que los grupos dis-
pusieran del derecho democrático a la secesión, pero con algunas condicio-
nes. Éstas serían las ya conocidas: el apoyo mayoritario, el mínimo de opo-
sición a la secesión en la parte secesionista, la negociación de la distribución
de los recursos y obligaciones financieras, y el compromiso de respeto a los
derechos humanos. En los casos en que un movimiento secesionista no cum-
pliese las condiciones, el Estado podría hacer uso de una ‘fuerza moderada’,
entendiendo por tal la que haga falta para el cumplimiento de las leyes, rea-
lización de las funciones del Estado, prohibición de organizaciones armadas,
confiscación de armas y recursos, y la encarcelación de secesionistas que
realicen o planifiquen actos de resistencia armada.

Ahora bien, Glaser se muestra cauteloso y un tanto reticente a que el
Estado emplee más fuerza contra los grupos secesionistas, aunque en ciertos
casos le parece bien. Hay que evitar, por supuesto, aquella violencia que
suponga una seria violación de derechos humanos, ya que ni siquiera las
posibles futuras violaciones de los derechos justifican la violación ‘ilimita-
da’ (en realidad no justifican ningún tipo de violación) de los derechos huma-
nos en el presente. Pero, el Estado podría aumentar la violencia contra los
secesionistas en el caso de que las condiciones que no se cumplieran fueran
el apoyo mayoritario a la secesión y la exclusión de áreas con mayorías loca-
les antisecesionistas, en cuyo caso, sería legítimo el uso de tropas para com-
plementar a la policía. Si, además, hay serias razones para pensar que los
secesionistas cometerían violaciones de los derechos tales como el genoci-
dio, se justificaría que el Estado utilizara in extremis la fuerza militar (habla,
incluso, del uso de armas pesadas) para parar la secesión. Sin embargo, la
supresión de la secesión por la fuerza ante el temor de violación de los dere-
chos sobre la base de que muchas veces no se respetan las promesas de los
secesionistas no le parece razonable, cuando la secesión está apoyada por la
mayoría de la población. La razón es el alto coste moral que supondría ir
contra la mayoría de la población, sumado al riesgo de que se utilice una
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fuerza no justificada. Así, en las últimas recomendaciones a los Estados
insiste por dos veces en que bloquear la secesión con el uso limitado de la
fuerza es legítimo, pero no lo es utilizar una fuerza ‘inaceptable’, concepto
que únicamente se entiende como violación de los derechos fundamentales.
Con ello el autor sugiere que una fuerza total para acabar con la secesión, de
hecho, llevaría consigo una violación de los derechos humanos o, al menos,
un altísimo riesgo de que ello ocurriese.

En definitiva, los consejos que Glaser propone a los Estados van en este
orden: atender las demandas secesionistas legítimas, salvo la secesión; per-
mitir las secesiones que cumplan las cuatro condiciones anteriormente seña-
ladas, es decir, reconocer un derecho a la secesión condicional; bloquear la
secesión, cuando no se cumplan tales condiciones, mediante el uso limitado
de la fuerza, si es preciso, y, en el caso de que la anulación de la supresión
requiriese el uso de una fuerza ‘inaceptable’, habría que moderar algunas de
las exigencias de la secesión y conducir lo relativo a derechos humanos,
democracia y justicia distributiva a un nivel interestatal para garantizar su
realización. Este modo de entender la secesión, cree el autor, sería una for-
ma más propicia para garantizar una paz justa, desanimar a usar la secesión,
que debería ser el último recurso, y evitar la supresión de los movimientos
secesionistas por la fuerza, aunque no hay garantías de que se escuchen
semejantes propuestas en el ámbito internacional, Derecho Internacional y
Convenciones, siempre mucho más respetuosos con la integridad territorial
de los Estados.

Con respecto a la cuestión de si un reconocimiento más radical del dere-
cho a la secesión podría dar lugar a una interminable división de los Estados,
guerras civiles y anarquía internacional, el autor piensa que efectivamente
las demandas secesionistas acarrean conflictos y su constatación histórica es
una prueba moral contra la secesión. Pero, lo que importa es encontrar un
lenguaje que desanime para la secesión a la vez que reconoce el derecho a
ella. En términos de pareja, el autor defiende que su trabajo recoge la intui-
ción de que el divorcio no es una buena cosa en una relación no abusiva, pero
nadie debería ser forzado a permanecer casado ni siquiera con un compañero
no abusivo (Glaser, 2003: 371-383).

IV. LA CRÍTICA A LAS TEORÍAS ASOCIATIVAS

La crítica que desarrollo a continuación en relación con las teorías aso-
ciativas o plebiscitarias tiene en cuenta tres cuestiones distintas, pero interde-
pendientes entre sí: el marco teórico y método de análisis, la contribución al
desarrollo del Derecho Internacional, y la relación entre Filosofía Política y
Derecho Internacional. En esta parte sólo me refiero a la autodeterminación
para la secesión y no para otras alternativas, en cuyo caso las teorías demo-
cráticas siguen siendo deficientes, aunque propongan objetivos legítimos. 
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1. El marco teórico y el método

Todos los autores defensores de las teorías asociativas tienen a la demo-
cracia y el liberalismo por fundamento de su argumentación a favor de la
autodeterminación y secesión unilateral. La utilización de algún otro térmi-
no, socialismo liberal o liberalismo, no afecta a esta afirmación inicial. En
este sentido, no hay diferencias entre los autores analizados. Las diferencias
surgen en torno a las condiciones de su aplicación, donde se observa una
notable discrepancia hasta el punto de que la permisividad y la generosidad
de algunos teóricos con la secesión se convierte en un rechazo en la práctica
por parte de otros. Pero la cuestión básica para analizar no la constituye el
conjunto de salvedades que introducen los autores, sino la fundamentación
básica inicial común a todos ellos, a pesar de que la racionalidad y la razo-
nabilidad no están en la conclusión del derecho general a la secesión, sino en
las condiciones para el ejercicio del derecho, especialmente, en los casos de
Copp, Beran, Philpott y Glaser.

La democracia, entiéndase democracia liberal, tiene para estas teorías el
valor de norma universal que no sólo ha de aplicarse para legitimar al gobier-
no de un Estado o a los representantes del pueblo de ciudadanos, sino, tam-
bién, a todas las cuestiones políticas y, entre ellas, la determinación de las
fronteras del Estado. Nada ha de escapar a la decisión democrática de los
individuos. El problema es el de si la democracia liberal, así entendida, cons-
tituye un marco teórico suficiente de análisis para establecer de manera
determinante los criterios morales normativos de los territorios de los Esta-
dos. Detrás de esto está el supuesto de que toda teoría debe brindar un mode-
lo de descripción, explicación y valoración del objeto de análisis, además de
integrar los elementos tanto teóricos como prácticos.

Como ya se ha dicho, en nombre del liberalismo se defienden dos teorías
sobre la secesión. La primera dice que ningún grupo está legitimado para
ejercer la secesión en un Estado justo, es decir, en un Estado que cumpla sus
funciones y obligaciones. La segunda establece que la voluntad individual es
el criterio determinante político y, por consiguiente, la voluntad de la mayoría,
sin más, de cada territorio es el criterio decisivo en la delimitación de las
fronteras de los Estados. Esto es lo que defienden las teorías democráticas o
teorías de la elección. En el fondo, tales teorías son teorías nacionalistas
liberadas del elemento nacional, es decir, liberadas de la necesidad de expli-
car el porqué del peso que la etnicidad y los rasgos culturales tienen en la
argumentación a favor de la secesión. Y, puesto que la pretensión de basar la
secesión en los principios de autonomía y democracia parece hacer más fácil
su entronque con otras características institucionales de la democracia libe-
ral, basados, también, en los mismos principios, estas teorías parecen dar, de
entrada, un toque democrático-liberal al tema de la secesión. Tales princi-
pios, ya se sabe, son los del consentimiento, autonomía individual, libertad
de asociación, autodeterminación política o democracia. Esto es un error,
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porque al prescindir del elemento nacional de las teorías nacionalistas se
multiplica el número de grupos potenciales para la secesión, dejándolos a
merced de la mayoría de las objeciones que se hacen a las teorías naciona-
listas. Si se tiene en cuenta que los movimientos secesionistas del siglo XX

han implicado a minorías étnico-culturales y que la mayoría de las teorías de
la elección creen que los casos de conflictos étnicos encuentran soluciones
en la aplicación de los derechos de las minorías y el federalismo y, única-
mente, como último recurso, en la secesión, resulta que no tiene sentido tra-
tar a las minorías étnicas según sus peculiaridades en cuanto grupos y, cuan-
do piden la secesión, tratarlos, no como grupos diferentes, sino como con-
juntos de individuos (Norman, 1998: 37-39).

Para Miller, si se cumple el principio de la voluntad individual se cae en la
anarquía y si se cumplen las condiciones de su aplicación se acaba en la arbi-
trariedad. Además, es ilusorio pensar que el resultado de aplicar el principio de
mayorías va a dejar a cada individuo en el Estado que desea. Habrá vencedores
y perdedores, y para valorar los nuevos Estados habrá que tener en cuenta
ganancias y pérdidas y no sólo ‘contar cabezas’ (Miller, 1997: 139-140). Los
datos históricos prueban, más bien, que las consecuencias de las secesiones
son negativas, ya que raramente la secesión pone fin a las luchas o al terroris-
mo. Además, la secesión es económicamente perjudicial para ambas partes y
los nuevos Estados, consecuencia de la separación, son generalmente menos
democráticos que los Estados originales (Spencer, 1998: 23).

Estas críticas válidas dejan de lado aspectos básicos que afectan directa-
mente al marco teórico de análisis y destacan la incapacidad o insuficiencia
de la teoría democrática para explicar la secesión. Entre los elementos que
no son tenidos en cuenta y que son imprescindibles para una teoría científi-
ca cabe destacar la falta de explicación y de justificación de que algunos gru-
pos sean expulsados de su Estado contra su voluntad y contra la voluntad de
la mayoría del Estado; el porqué de la exclusión de otras alternativas a la
secesión y a la unión; la arbitrariedad a que da lugar la falta de criterios sis-
temáticos; la falsa convicción de que la democracia sea, por definición, justa y
suficiente criterio de legitimidad, cuando en realidad puede ser contraria a
elementales derechos individuales (acaparamiento de la riqueza, historia de
opresiones, negación de los derechos a los integrantes de minorías) y, por
ello, ser contraria a principios básicos liberales; la falta de correspondencia
entre el concepto de autodeterminación individual y la capacidad operativa
real de cooperación de la persona; la falsedad de que la autodeterminación
de un territorio es algo que no tiene nada que ver con los vecinos ni con la
comunidad internacional; la falsedad empírica y la ficción que supone afir-
mar que la base para la justificación de la autoridad del Estado sea la intrín-
seca libertad de los individuos para crear una asociación política, cuando las
deudas, como los beneficios, con el Estado empiezan con el nacimiento y
continúan con la vida dentro del Estado, dependiendo de lo que se recibe del
Estado, es decir, de los derechos reconocidos; la creencia de que la mera
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mejora de las condiciones económicas pueda justificar la secesión o que sea
parte de una teoría liberal de la justicia defender que un grupo pueda dejar
una asociación política, cuando no le resulta ventajosa, invocando la ‘mutua
ventaja’; la dificultad, si no imposibilidad, de establecer criterios que deter-
minen qué individuos pertenecen al grupo, que, supuestamente tiene el dere-
cho de secesión, cuestión que no se arregla por muchos referendos que se
hagan; el supuesto falso de que toda la gente está claramente dividida en gru-
pos en cuestiones de identidad y territorio, cuando tiene, en realidad, plura-
lidad de identidades; la disfuncionalidad del referéndum, no sólo porque la
forma de preguntar determina ampliamente la respuesta, sino porque se tra-
ta de un instrumento burdo para la complejidad de las realidades identitarias,
con lo que no se garantiza a todos la libertad de elección política8; la impo-
sibilidad de que las técnicas plebiscitarias solucionen el problema de las
minorías dispersas o integradas, de manera que los intereses de determinada
gente no pueden ser tratados territorialmente; el equivocado supuesto teóri-
co de pensar que el Estado es la única forma de organización política, que
lleva al error de asumir que el derecho a determinar el estatus político debe
significar el derecho a crear nuevas fronteras políticas, cuando cabe pensar
en sociedades políticas no territoriales que ofrezcan la pertenencia al grupo
más bien que a la ciudadanía del Estado; y, por último, la contradicción entre
la defensa de la secesión como derecho individual que fundamenta una 
teoría normativa de la secesión y su rechazo por razones o limitaciones prác-
ticas (Dowding, 1998: 76-79; Bishai, 1998: 100-102; Caney, 1998: 153-157).

8 En este sentido hay que tener en cuenta el análisis de Olofsgard sobre los incentivos
políticos en una región que amenaza con la separación, en el supuesto de que la decisión
secesionista se tome en referéndum. Se trata de un análisis que se fija, más bien, en los
aspectos económicos de la secesión, en concreto, en el aumento o disminución del bienes-
tar, aunque no se limita a ellos. La decisión del electorado depende de su percepción de los
méritos de las distintas alternativas, que, a su vez, dependen de la información recibida.
Como la información del electorado es, deliberadamente, un tanto imprecisa, el resultado
puede ser ineficiente en el sentido de que puede darse la secesión incluso en el caso de que
los mutuos beneficios de permanecer juntos sean mayores que los beneficios de la separa-
ción. Para una comunidad internacional preocupada con las secesiones de bienestar decre-
ciente, la exigencia de un apoyo a las reivindicaciones separatistas a través del referéndum
puede no ser suficiente (Olofsgard, 2004: 807-827). De manera semejante, Coppieters
recuerda que un referéndum del territorio secesionista no es necesariamente reconocido
como medio legítimo para medir el grado de apoyo popular a la independencia y puede no
ser aceptado internacionalmente, si la limpieza étnica ha decidido su resultado. Incluso, con
todos los derecho respetados, el referéndum es un procedimiento problemático, ya que se
basa en el supuesto de que una parte de la población pueda expresar su opinión sobre el futuro
del Estado. Si a esto se añade la idea de que el referéndum expresa un derecho intrínseco a
la secesión unilateral, no ha de extrañar que se defienda que lo relativo a una secesión deba
ser sometido al criterio de toda la población del Estado. Cuando, por otra parte, el referén-
dum es parte de un procedimiento legal complejo (v. g. negociaciones), deja de ser la expre-
sión de un derecho a la secesión unilateral (Coppieters, 2003: 260-269).
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También Norman considera que los teóricos de la elección no responden
convincentemente a estas críticas y a otras que él mismo sugiere como las
dudas sobre la utilidad del consentimiento para justificar los Estados o que
la autonomía individual necesariamente aumente con la decisión colectiva
sobre las fronteras del Estado; o la preocupación por las consecuencias anti-
democráticas e injustas de la secesión, o por el destino de las minorías den-
tro de los nuevos Estados o, lo más importante, porque la anarquía secesio-
nista, libre de toda justificación basada en la injusticia previa del Estado,
vaya en perjuicio de los valores democrático-liberales (Norman, 1998: 38).

Es curiosa la interpretación que rechaza la teoría democrática por consi-
derarla contraria a la igualdad y a la democracia. Alan Patten se hace eco de
algunas de las consecuencias indeseables que la crítica atribuye a la teoría
plebiscitaria (proliferación de las crisis secesionistas, violencia, guerras, per-
versos incentivos, deterioro de la democracia) y, sin entrar en ellas, propone
desarrollar una diferente objeción a la teoría plebiscitaria de la secesión a
partir de análisis de la nacionalidad en la relación entre democracia y sece-
sión. Patten introduce el concepto de ‘reconocimiento’ en cuanto condición
que afecta a la legitimidad de la secesión. El reconocimiento (con su adecua-
do desarrollo competencial e institucional y la pertinente reserva de compe-
tencias al Estado central) o, en caso contrario, el no reconocimiento de las
distintas identidades nacionales en una Estado multinacional legitima o des-
legitima la secesión. No es suficiente un mandato democrático para separar-
se legítimamente de un Estado justo, es decir, cumplidor de sus obligaciones,
y, entre ellas, la del ‘reconocimiento’. Cuando un Estado reconoce la nacio-
nalidad distinta en un Estado multinacional con su adecuado desarrollo ins-
titucional no hay secesión legítima. La decisión democrática no produce, por
sí misma, el derecho de secesión. Según esto, la teoría plebiscitaria, que no
reconoce tal condición, es excesivamente permisiva, incluso, en los casos
más moderados y limitados. Ahora bien, el principio democrático de la igual-
dad, supuesto que el reconocimiento de un grupo es algo positivo y que esto
es así para todos los grupos, exige que las previsiones constitucionales que
establezcan el mismo reconocimiento para todos sean valoradas y respeta-
das. Sin embargo, la teoría plebiscitaria permitiría secesiones que, no sólo no
respetan, sino que desmantelan los acuerdos constitucionales que establecen
el mismo reconocimiento. La teoría plebiscitaria, de este modo, entraría en
conflicto con un reconocimiento igual de los grupos o de las identidades
nacionales de una misma comunidad y por ello es rechazable.

Obsérvese que una teoría democrática, la plebiscitaria, es rechazada por
su contradicción con el principio democrático de la igualdad. Éste sería el
caso de un Estado federal en el que la parte secesionista de una región don-
de se dan las dos identidades, la estatal y la de una minoría nacional, ganase
un referéndum mediante el cual se alterarían las bases constitucionales y la
identidad de la minoría nacional sustituiría totalmente a la otra identidad. Un
resultado contrario a la igualdad sería fruto, según la teoría plebiscitaria, de
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una decisión de la democracia. Patten considera que sería legítimo en este
caso limitar, incluso anular, la autoridad de tales procedimientos particulares
con el fin de obtener resultados más iguales, de la misma manera en que se
limita o se anula un mandato democrático que pueda suponer, probablemen-
te, violaciones de los derechos. Y, si bien el principio de igualdad debe ser
tenido en cuenta para una valoración de la teoría plebiscitaria, también hay
que tener en cuenta el argumento de la democracia. El problema se plantea
en un territorio donde se dan las dos voluntades y las dos identidades, la
secesionista y la unionista. Patten, que se muestra un tanto dubitativo en la
decisión de si debe ser el territorio regional o todo el Estado el sujeto deci-
sor sobre la secesión, en último término defiende inequívocamente que la
mejor solución para que cada uno se encuentre en su asociación preferida, en
el supuesto de un pluralismo identitario (donde caben diversas opciones:
identidad estatal nacional, identidad secesionista y participación de las dos
identidades), no es aquélla en la que una mayoría obtiene todo y una mino-
ría nada, sino aquélla en la que a cada uno se le garantiza un determinado
nivel de pertenencia a su preferida asociación. Y esto es lo que se consigue
en un constitucionalismo multinacional. En él se acerca uno al ideal máximo
respecto a la autonomía asociativa (Patten, 2002: 558-586, passim).

La insuficiencia de un marco teórico es inseparable del uso de una meto-
dología inadecuada. Y es esto lo que, también, destaca cierto sector de la críti-
ca, que ofrece, además, complementos teóricos y metodológicos. Los análisis
plebiscitarios demostrarían o bien la inexistencia de una verdadera metodolo-
gía por parte de los filósofos o bien que se trata de un método a priori, total-
mente inadecuado para estos problemas. Su procedimiento consiste en derivar
de los puros principios de la democracia o de la libertad de asociación sus con-
clusiones, como si determinar las fronteras fuese exactamente igual que esco-
ger a los parlamentarios o a los amigos. Cuando nueve veces de cada diez, dice
Norman siguiendo a Horowitz y refiriéndose a los problemas étnicos, las sece-
siones reproducen nuevos problemas étnicos, no se puede decir que todos los
riesgos no se pueden evitar, sino, más bien, que el riesgo es inevitable. Detrás
de la teoría de la elección hay una concepción del Estado que lo identifica con
una colección de individuos autónomos, es decir, una concepción decimonóni-
ca liberal, que, en la actualidad, ni siquiera es defendida por los liberales. El
liberalismo actual no es ajeno a las cuestiones de identidad, cemento social,
sentido de comunidad y de identidad. Por el contrario, el concepto de Estado
de los teóricos de la libre elección acabaría casi con seguridad con el actual sis-
tema de Estados, si fuera asumido por el Derecho Internacional o Constitucio-
nal. La mayoría de los Estados se haría pedazos por causa de los movimientos
de secesión oportunistas. Norman interpreta la teoría como una contradicción,
porque, por un lado, es un desafío a la autoridad del Estado y al sistema de
Estados, pero, por otro, es la glorificación del Estado, al defender que todo
pueblo es injustamente tratado si no se le permite escoger el Estado al que
quiere pertenecer (Norman, 1998: 39).
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También para Patten, que se suma a los teóricos defensores de que la
secesión únicamente se justifica cuando existen permanentes violaciones de
la ‘justicia mínima’ por parte del Estado o mínimo reconocimiento, el pro-
blema es metodológico, ya que una teoría sobre la secesión, para que tenga
relevancia práctica, requiere no sólo determinar principios abstractos norma-
tivos, sino decir algo sobre quién tiene la autoridad de decidir sobre las dis-
putas secesionistas, bajo qué normas y procedimientos, su posible codifica-
ción o constitucionalización y las posibles consecuencias adversas de la
incorporación de algunas propuestas abstractas al derecho internacional y a
la práctica (Patten, 2002: 582).

Tal vez sea Bruno Coppieters el que más aporta en la crítica a la teoría
del derecho primario. Y lo hace, tanto desde el punto de vista teórico como
metodológico. Ambos son insuficientes, por lo que propone como alternati-
va lo que él llama la ‘contextualización’. No se refiere expresamente, como
en los demás casos que hemos anotado, a los teóricos del derecho primario
a la autodeterminación y a la secesión, pero su planteamiento es aplicable,
también, a ellos, porque la debilidad de su argumentación es similar a la de
quienes defienden otros criterios, como puede ser el de la autodeterminación
nacional, y porque la alternativa metodológica que propone es válida, tam-
bién, para sustituir la utilizada en la teoría del derecho primario.

Coppieters destaca que entre los temas objeto de análisis en los estudios
normativos sobre la ética de la secesión no aparezcan el de la legitimidad del
uso de la fuerza para conseguir el Estado independiente o el de la seguridad,
con lo que la ética de la secesión y la ética de la guerra pertenecen a campos
separados de investigación. Además, el método aplicado es el propio de apli-
car un razonamiento deductivo a partir de determinados principios que se
usan para enjuiciar la secesión, lo que da lugar a que no se preste suficiente
atención a las aportaciones de otras disciplinas. De ahí que otras tendencias
hagan un planteamiento distinto que trata de superar la compartimentación y
la deducción abstracta. Este planteamiento es el de la contextualización de la
secesión, que da lugar a un serie de estudios empíricos, que permiten exami-
nar la validez de los distintos planteamientos normativos habituales. La con-
textualización de los principios de análisis traslada el foco de la investiga-
ción desde la Filosofía política a la Historia, al Derecho Internacional y a las
Ciencias sociales sin despreciar las aportaciones de la Filosofía política. La
capacidad de la contextualización para abrir nuevas vías de investigación ha
de examinarse en torno a los siguientes problemas: el concepto de secesión,
las condiciones de legitimidad de una secesión unilateral, la distinción entre
nación étnica y nación cívica, la soberanía en un proceso secesionista y el
problema de la justificación moral de la guerra. Y esto requiere la utilización
de nuevas categorías entre las que destacan la distinción entre secesión,
movimientos secesionistas y procesos secesionistas, la interpretación de los
conceptos de nación cívica y étnica como tipos ideales al estilo de los con-
ceptos de autoridad de Weber y no como conceptos empíricos, la distinción
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entre soberanía como capacidad de regulación de todos los problemas, inclu-
so los movimientos internacionales de capital, cuestión hoy en franco decli-
ve, y la soberanía como autoridad o Derecho del Estado, que tiene plena
vigencia y es lo que buscan los secesionistas, los cuales no pretenden crear
un nuevo orden internacional sin Estados, sino ser parte del sistema de Esta-
dos, y, por último, la unión del tema de la guerra justa con el de la separa-
ción unilateral (dada la violencia que acompaña en la mayoría de los casos a
la secesión unilateral) de manera que las seis condiciones o principios de la
guerra justa –justa causa, rectas intenciones, autoridad legítima, probabilidad
de éxito, proporcionalidad, último recurso– se apliquen, también, para ana-
lizar la ética de la secesión unilateral. Su aplicación puede dar lugar a resul-
tados muy distintos de los que se derivarían de teorías dogmáticas y de méto-
dos deductivos (Coppieters, 2003, 1-21)9.

Este conjunto de críticas quiere decir que la teoría democrática no es
capaz de responder a ellas, o lo que es lo mismo, no es capaz de integrarlas
en un análisis sistemático coherente. Las teorías plebiscitarias invocan la
democracia, pero la democracia actual es democracia liberal y hay que estar
atento a que la decisión democrática no vaya en contra de valores liberales,
ya que el liberalismo fundamentalmente es Estado de Derecho. Y, en este
sentido, si bien hoy en día el término democracia incluye el del liberalismo,
no hay que olvidar que originariamente tales conceptos tienen contenidos
distintos y obedecen a tradiciones distintas. La fusión de los conceptos
democracia y liberalismo no es absoluta ni puede serlo. La suma de todos los
contenidos democráticos y liberales en un sistema político llevaría a claras
incompatibilidades y contradicciones, como ocurriría, por ejemplo, en el
caso de que una decisión democrática mayoritaria negase la libertad religio-
sa a un grupo de la comunidad política. Democracia y liberalismo, más que
fusionarse, van juntos en nuestros sistemas democráticos, limitándose y
complementándose mutuamente a través del Derecho positivo. Determina-
dos valores, v. g. la libertad individual liberal, no tienen la misma acogida en
la democracia radical. Como es sabido, y Freeman lo recuerda, el liberalis-
mo se define por los valores individuales, la limitación del poder de los
gobernantes, independientemente de que sean democráticos o no, los dere-
chos individuales y la protección constitucional de los derechos individuales
contra la voluntad popular mayoritaria. En cambio, la democracia es una
interpretación de la legitimidad del poder, que considera que el poder perte-
nece o está en el pueblo, independientemente de que sea liberal o no, y es
reacia a limitar el poder de los gobiernos democráticos. Lo más importante
en la democracia es la voluntad del pueblo y ésta no tiene necesariamente

9 Estos instrumentos y criterios son aplicados por diversos autores en los estudios que
recoge la obra de Bruno Coppieters a los casos de la Liga Norte en Italia, Córcega, Chipre,
Irlanda del Norte, Yugoslavia, Tatarstan, Chechenia, Georgia-Abkhaz, Québec y Taiwán.
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que respetar los derechos individuales. Al liberalismo le preocupa más la
protección constitucional de los derechos individuales contra decisiones de
mayorías populares, mientras que a la democracia le interesa más que lo rela-
tivo a los derechos sea resuelto por procedimientos democráticos. La solu-
ción final sobre los derechos en el liberalismo se encomienda a los jueces; la
democracia prefiere las asambleas elegidas (Freeman 1999: 362). Ahora
bien, en los siglos XIX y XX se produce la convergencia entre liberalismo y
democracia, que se mantiene en la actualidad, no obstante la pretensión de
algunos de potenciar la democracia a costa de hacer desaparecer el liberalis-
mo. En la democracia liberal, fruto de esta convergencia, «el liberalismo es
sobre todo la técnica de los límites del poder del Estado, mientras que la
democracia es la entrada del poder popular en el Estado» (Sartori, 2007:
242). Una teoría democrática no puede olvidar esta distinción. Tampoco pue-
de olvidar que un marco teórico democrático de análisis requiere la clara
definición del concepto de democracia, cosa que se hace de manera insufi-
ciente en la teoría democrática de la secesión. La democracia liberal no es
meramente participación y decisión de los ciudadanos. Esto ni siquiera lo fue
en la democracia clásica griega, en la que un conjunto de instituciones per-
mitían la participación y decisión de los ciudadanos, pero, también, de manera
esencial, el control del ejercicio del poder (Sabine, 2002: 31-43)10. Como
dice Dahrendorf, «la democracia es un conjunto de instituciones cuya finali-
dad es dar legitimidad al ejercicio del poder político proporcionando» y
garantizando los cambios sociales y políticos sin violencia, el control de los
que ejercen el poder político y la voz del pueblo en el ejercicio del poder
(Dahrendorf, 2002: 9-10).

La teoría democrática no demuestra que una ‘parte’ del poder popular del
Estado tenga el derecho moral a separarse del Estado y fundar un nuevo Esta-
do. Y no lo hace por su insuficiencia académica, al margen de la convenien-
cia o no de la secesión. Es cierto que para algunos la cuestión más fundamen-
tal es decidir la comunidad política a la que se va a pertenecer y en cuya are-
na pública se va participar. Un demócrata no podría aceptar que las fronteras
se considerasen cosa sin importancia o el resultado inapelable de la historia.
Para un demócrata, las fronteras son una cuestión que decidir democrática-
mente. Y, como ya se ha dicho y lo señala Canovan, siguiendo a Whelan y
Holden, antes de que el pueblo actúe hace falta establecer quién es el pueblo,
de manera que la determinación del sujeto ‘pueblo’ se convierte en la decisión
política más fundamental. Pero en la Ciencia Política los teóricos de la demo-
cracia parece que no aportan nada sobre la cuestión, incluso alguno llega a
decir que tal problema no es, en sí mismo, propio de la teoría democrática. Lo
que se da ampliamente por sentado es que, para los objetivos de la democra-

10 Ver, también, Jean Touchard (2006: 31-48).
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cia, entendida como democracia liberal, cada Estado contiene un pueblo y las
fronteras de los Estados se dan por hechas (Canovan, 1996: 17-18).

Lo que Canovan destaca es lo que antes se señalaba, que un elemento
que debería integrar la teoría democrática, el de la determinación del sujeto
de decisión, queda difusamente descrito. Pero, con ser esto importante, hay
algo que no tiene cabida en una lógica democrática y liberal, y es la priori-
dad que se da a la formación de las fronteras. Lo mismo ocurre en la teoría
nacionalista. En mi opinión, lo más importante, políticamente hablando, no
es decidir la ‘politeia’, hoy en día el Estado, a la que se va pertenecer y en la
que se va participar, lo que supondría la delimitación de las fronteras, sino el
vivir, tanto en lo que afecta al individuo como a la comunidad política, de
acuerdo con los valores y principios de la democracia liberal. La forma polí-
tica y su dimensión territorial no es más que un instrumento institucional his-
tórico para realizar el objetivo último de vivir en libertad e igualdad. Esta
comprensión instrumental y finalista de los Estados permite calificarlos de
democráticos, cuando su organización y actuación a través de la participa-
ción ciudadana siguen los criterios democráticos y conducen a resultados
democráticos y liberales. Esto es lo fundamental y las fronteras son un tema
secundario que, a pesar de ello, pueden dar lugar a problemas gravísimos,
cuando dentro de ellas no se practica la democracia ni se respetan los dere-
chos de las personas. La misma argumentación que desarrolla Rousseau para
legitimar únicamente el Estado democrático deja de lado el proceso históri-
co de formación del Estado. Lo más importante, a lo que dedica su análisis,
es la recreación y la refundación del Estado a través de la democracia. Pero,
supuesta esta prioridad, donde hay democracia, no cabe la secesión, ni
siquiera, siguiendo argumentos plebiscitarios. La conclusión de Habermas,
aunque se refiere a la autodeterminación nacional, es aplicable, también, a
este caso. Según el autor alemán, uno de los éxitos más notables del Estado-
nación ha sido la institucionalización de los procesos de autodeterminación
democrática a través de la integración política de los ciudadanos. Esto
supuesto, y desde el punto de vista normativo, «el presunto ‘derecho’ a la
autodeterminación nacional que ha configurado el nuevo orden europeo des-
pués de la Primera Guerra Mundial, y que tanto daño ha causado, es una
extravagancia» (Habermas, 2000: 97). De forma aún más rotunda, Habermas
afirma que ni siquiera la discriminación de las minorías tiene necesariamen-
te que justificar la alteración de las fronteras de un Estado injusto. Con más
razón, lógicamente, se puede decir lo mismo de una mayoría de una parte de
un territorio de un Estado que no tiene más razón para la separación que la
de su voluntad. Pero, «en la medida que todos los ciudadanos disfrutan de
iguales derechos y nadie es discriminado no existe ninguna razón convincen-
te para la separación de la entidad común existente» (Habermas, 1999: 122).
La afirmación de Glaser, que dice que poca gente se siente controlando sus
destinos en Estados que no cuentan con su consentimiento para su existen-
cia, a pesar de ser democráticos, no aguanta una comprobación empírica. 
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Algunos autores, siguiendo rígidamente este argumento, defienden que
sólo se justificaría la alteración de las fronteras, es decir, la secesión, en res-
puesta a una muy grave injusticia, como, por ejemplo, el riesgo de genocidio
o la negación permanente de los derechos humanos. Ésta es la tesis de
Buchanam, Norman11, Orentlicher y otros autores, a la que se suma entre
nosotros Ovejero, que se enmarca dentro de las teorías defensoras del dere-
cho reparador o remedial de la injusticia a través de la secesión, interpretan-
do que también la ausencia de la democracia liberal es injusticia. Estas 
teorías plantean otro problema, que no tiene cabida en este trabajo. Pero, las
teorías plebiscitarias, dice el último autor citado, no aportarían nada para
garantizar la igualdad democrática, más bien todo lo contrario. Por ello, si no
hay ninguna razón moral que justifique la secesión a partir del derecho de
asociación, el problema no es el de las fronteras existentes en los Estados
democráticos, sino el de su modificación, y esto es lo que habría que justifi-
car (Ovejero, 2006: 16-17, 95-96).

Evidentemente, este planteamiento tiene sentido en lo que se refiere a
Estados democráticos, pero son muchos los casos de movimientos secesio-
nistas en Estados dictatoriales. La teoría democrática tiene todavía menos
que decir para estos problemas, ni siquiera para el caso de que el movimien-
to secesionista se desarrollara dentro de Estados dictatoriales, porque la 
teoría no abarca todos los elementos en juego en la secesión, tales como la
paz y el orden internacional, entre otros. Si se sigue el argumento de mane-
ra radical, estaría justificada la secesión de los Estados no democráticos para
crear, precisamente, la democracia y garantizar los derechos de las personas,
que es lo que dice la teoría remedial. Pero no parece que la paz internacio-
nal, con la mitad de Estados no democráticos, saldría fortalecida. Sí se pue-
de decir, en cambio, que la secesión de un Estado democrático para formar
un Estado no democrático no tiene ninguna justificación moral, aunque
alguien se atreva a defender que toda secesión es siempre una victoria de la
democracia.

Tiene especial relevancia destacar que la teoría democrática falla desde
los cimientos mismos de su Filosofía Política. La distancia de las teorías
democráticas con respecto a la realidad y el olvido de una categoría tan
importante como el orden contrastan con la afirmación de Wolin de que todo
teórico político «ha clasificado el orden como un problema fundamental de
su objeto de estudio. Ningún teórico político abogó jamás por una sociedad
desordenada, y ningún teórico político ha propuesto jamás la revolución per-
manente como modo de vida. En su sentido más elemental, el orden ha

11 Norman, que defiende la necesidad de crear adecuadas instituciones para el tratamien-
to de la secesión dentro del Estado, cuestión que desarrolla en su trabajo de 2003, considera
que en ausencia de tales instituciones la aceptación de la teoría de la justa causa en un esce-
nario democrático es lo más aceptable (1998: 56).
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implicado una situación de paz y seguridad que hace posible la vida civiliza-
da (...) toda investigación política se dirige, en alguna medida, hacia los fac-
tores que favorecen o contrarían el mantenimiento del orden» (Wolin, 1960:
18). Nada de esto aparece en los autores analizados. La secesión de ninguna
manera es sometida de forma sistemática a un análisis riguroso de sus impli-
caciones con el orden tanto dentro del Estado donde se produce, como en el
campo internacional, salvo afirmaciones generales de que el desorden no
puede ser un compañero fiel de la secesión y, siempre, en relación con la
aplicación de un derecho general a la secesión existente.

Es cierto que el hecho de que el tema de la creación de las fronteras no
haya encontrado asilo en la Filosofía Política no impide la legitimidad de
integrar tal cuestión en el análisis político, pero ha de hacerse desde paráme-
tros académicos, respetuosos con la realidad institucional y con el objeto de
lo ‘político’ creado por la misma Filosofía Política. Este objeto es histórica-
mente cambiante y cambiable, pero no es desdeñable a capricho hasta el
punto de que la autodeterminación y secesión puedan ser analizadas al mar-
gen de los grandes temas que dan sentido y significado a los fenómenos polí-
ticos, como pueden ser el orden, la paz, el poder, la violencia, el Estado, la
comunidad internacional, la autoridad, el consenso, el disenso, la libertad o
la igualdad. Ni tampoco se pueden desdeñar las instituciones políticas. Son
éstas las que «dan coherencia previa a los fenómenos políticos; de ahí que,
cuando el filósofo político reflexiona acerca de la sociedad, no se encuentra
ante un torbellino de sucesos o actividades inconexos que se precipitan a tra-
vés de un vacío democriteano, sino ante fenómenos ya dotados de coheren-
cia e interrelaciones» (Wolin, 1960: 17). Por otra parte, la Filosofía no pue-
de operar con categorías o conceptos teóricos totalmente ajenos a cualquier
contraste con la realidad empírica, por mucha libertad que se dé al filósofo
de ignorar los hechos y de establecer únicamente ‘el deber ser’ abstracto. A
quien no acepte semejante criterio habría que decirle que la secesión es más
una cuestión de Ciencia Política y Derecho que de una Filosofía moral o
política. Los teóricos plebiscitarios utilizan por separado una Filosofía abs-
tracta de la que concluyen el deber ser indiscutible sobre la secesión, que es
limitado con ciertas observaciones de lo que supondría la aplicación dogmá-
tica de tal conclusión, pero no hay ninguna integración de la perspectiva 
teórica y práctica.

Cuando se trata de aplicar la teoría de la asociación política, se observa
su prácticamente nula utilidad, como le ocurre a Moore al estudiar el caso de
Iraq y, especialmente, el de los kurdos. La autora se ve obligada a reconocer
que tiene una aplicación muy poco interesante. El problema de si los kurdos
tienen derecho a la secesión se escapa de cualquier análisis basado en la 
teoría asociativa, porque la realidad social es tan compleja, que desborda la
simpleza del planteamiento. Se trata de un claro ejemplo de que la decisión
democrática puede dar lugar a un resultado injusto. La teoría puede tener por
fundamento lo que la autora, tal vez, de manera excesivamente complacien-
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te, califica de un rico fundamento, pero esta manera substantiva de entender
la autonomía individual no resuelve el problema, ya que es imprescindible
recurrir a análisis empíricos y a otras disciplinas. Moore, sin mencionarlo, da
la razón a Coppieters (Moore, 2006: 60)12.

2. La contribución al Derecho Internacional

Otra distinta valoración crítica de las teorías de la asociación voluntaria
es la que sigue el criterio de la aportación positiva o negativa de tales teorías
al desarrollo de una moralidad institucional internacional articulada en un
sistema de Derecho Internacional. Es uno de los criterios de Allen Bucha-
nam, para quien la cuestión más urgente que plantea la secesión es la de las
condiciones por las que se reconocería a un grupo tener el derecho de sece-
sión como materia de moralidad institucional internacional incluyendo un
sistema moralmente defendible de Derecho Internacional. La teoría de la
libre asociación da poco de sí para desarrollar una respuesta institucional
internacional al problema de la secesión.

Los criterios de valoración de cualquier teoría, según Buchanam, son
éstos: carácter progresista y mínimamente realista de la propuesta teórica (es
decir, ha de mejorar los valores básicos, especialmente, la protección de los
derechos humanos, y ha de ser previsiblemente adoptada en el futuro a tra-
vés del proceso por el que se elabora en la actualidad el Derecho Internacio-
nal, uno de cuyos elementos es su creación a través de los Estados); coheren-
cia con los bien enraizados y moralmente progresistas principios del Dere-
cho Internacional; ausencia de estímulos perversos (tales como socavar los
principios del Derecho Internacional, obstaculizar estrategias moralmente
progresivas para la solución de conflictos o el logro de resultados como una
mayor eficacia en el gobierno o una mayor protección de la libertad indivi-
dual) y una aceptación moral por parte de una amplia audiencia internacional.

De acuerdo con estos criterios, Buchanam –que defiende una teoría de la
secesión basada únicamente en la reparación de las injusticias– interpreta
que no es probable que el Derecho Internacional adopte las teorías plebisci-
tarias, ya que éstas autorizan el desmembramiento de los Estados, incluso el
de aquellos que son considerados justos por cumplir las funciones legitima-
doras de un Estado, lo que supone una amenaza directa y profunda a la inte-
gridad territorial de los Estados. La oposición de los Estados no sería única-
mente una cuestión de mero‘interés’ estatal, sino de un interés moralmente

12 Su idea de que la concepción territorial de la autodeterminación es inadecuada y que
no ha lugar a la secesión, cuando los Estados reconocen las identidades nacionales diferen-
tes, sitúa a Moore en clara oposición a la teoría asociativa (Moore:1997: 912-913; 1998: 5;
2006: 78).
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legítimo, ya que el principio de integridad territorial del Estado sirve a algu-
nos de los muchos intereses básicos moralmente legítimos de los individuos,
como son su protección física, la preservación de sus derechos, la estabilidad
de sus expectativas y la participación en el proceso de gobierno. Tales dere-
chos dependen de la aplicación efectiva de un orden legal, que, a su vez, exi-
ge una efectiva jurisdicción y, lógicamente, un territorio claramente defini-
do. Por todo ello, se puede decir que el Estado tiene un ‘obligado’ interés en
mantener su integridad territorial, ya que ella contribuye a realizar tales dere-
chos, así como permite a los ciudadanos influir en la calidad del orden legal.
Es esta participación la que exige una alta estabilidad tanto de una efectiva
jurisdicción de las leyes como de los miembros del Estado o de la pertenen-
cia al Estado. En la medida en que la integridad territorial ayuda a respaldar
la integridad de la participación política, la legitimidad de ésta añade un peso
moral al principio de integridad territorial. Ahora bien, Buchanan no omite
que este principio puede también ser invocado para apoyar una situación
moralmente deficiente. Por ello, el principio en cuestión no puede ser inter-
pretado de una manera absoluta, ya que no permitiría distinguir entre Esta-
dos legítimos e ilegítimos, sino de una manera progresiva, que se aplicaría
únicamente a los Estados legítimos, entendiendo por ilegítimos los que ame-
nazan la vida de partes importantes de su población mediante políticas de
persecución étnica o religiosa, o exhibe un racismo institucional que priva a
una proporción importante de población de los derechos básicos económicos
y políticos. El cambio de una interpretación absoluta a otra progresiva del
principio de integridad territorial sirve a intereses moralmente legítimos,
como son los de los individuos y grupos y no los de los Estados, y refleja una
actitud normativa superior.

La protección del principio a los Estados legítimos sería un estímulo
para que los Estados causantes de injusticias trataran de evitarlas, buscando
así la protección que evitara su desmembramiento. Por el contrario, si el
derecho internacional reconociese el derecho de secesión basado simple-
mente en el derecho de asociación, estaría animando a los Estados, incluso
justos, a impedir que los grupos se convirtiesen en demandantes del derecho
de secesión, lo que daría lugar a la comisión de injusticias. Porque, si como
dice Wellman, cualquier grupo territorial que pueda funcionar como un Esta-
do tiene derecho a la secesión, los Estados tratarán de impedir la formación
de tales grupos prósperos y bien organizados. Sería dar a los Estados incen-
tivos para fomentar la dependencia económica y política. En el supuesto de
que la teoría de la asociación voluntaria fuera aceptada como criterio de
reforma del Derecho Internacional, ello iría en contra de lo que muchos,
incluidos expertos de Derecho Internacional, ven como una solución en los
problemas de secesión, la descentralización. Y no se puede aceptar la pre-
ferencia de la secesión sobre la descentralización apoyándose en la idea de
que la descentralización daría excesivo peso moral a los intereses de los
Estados, porque, en primer lugar, la descentralización tiene su propio atrac-
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tivo moral (promover intereses moralmente legítimos como una más eficien-
te administración o impedir la excesiva concentración del poder) y, en segun-
do lugar, tiene el apoyo de un principio fundamental del Derecho Internacio-
nal, la integridad de los Estados, que sirve a los intereses legítimos de indi-
viduos y grupos.

Lo dicho por Buchanam contra la teoría de Wellman expresamente la
extiende a la teoría de Beran considerando que es un estímulo para los
Estados evitar la descentralización y, así, impedir la formación de mayorías
secesionistas. Estas teorías obrarían negativamente, también, y por los mis-
mos motivos, contra la inmigración, tratando de evitar la formación de
potenciales mayorías secesionistas en regiones económicamente viables.
Las restricciones a la inmigración serían una de sus consecuencias negati-
vas para evitar que se formasen los grupos políticos, étnicos o culturales
secesionistas.

La legitimidad del principio de que la libertad individual debe extender-
se a cualquier acción que no perjudique legítimos intereses de otros la
extienden los defensores de la asociación individual a cualquier secesión de
la que no se deriven consecuencias negativas ni para la región que se separa,
ni para el Estado anterior. Buchanam rechaza semejante manera de argumen-
tar, porque, siguiendo su razonamiento, pueden derivarse perjuicios inacep-
tables no tanto de la aplicación de tal supuesto derecho, sino de las reaccio-
nes estratégicas por parte de otros, es decir, por parte de los Estados intere-
sados en impedir la formación de las condiciones para ejercer el supuesto
derecho. Su reconocimiento por el Derecho Internacional crearía un incenti-
vo más para impedir que otros pudiesen estar en posición de satisfacer las
condiciones para el cumplimiento de las acciones legítimas. Los daños, pues,
vendrían de las acciones de los Estados reactivos a los incentivos creados por
la aceptación de esta concepción del Derecho como un principio para el
orden institucional internacional.

En resumen, Buchanam defiende que las teorías plebiscitarias, por su
falta de focalización institucional, fracasan en apreciar la importancia de los
Estados, tanto en la práctica como moralmente. Son deficientes de acuerdo
con el criterio de un mínimo realismo, no son consistentes con los moral-
mente progresivos principios del Derecho Internacional y crean perversos
incentivos. Al no tomar en serio las consideraciones institucionales, tales
teorías tienen poco valor en cuanto guías para desarrollar respuestas interna-
cionales más humanas y efectivas ante los conflictos secesionistas. Se trata
de teorías ideales, que no se corresponden con un mundo imperfecto y a las
que resulta irrelevante el hecho de que los intentos de aplicar sus principios
creen incentivos malos o sean rechazados por Estados interesados en impe-
dir violaciones de los derechos humanos que puedan surgir de hacer sus
fronteras mucho menos resistentes al cambio. «Una teoría moral de las ins-
tituciones –concluye Buchanam– para un mundo tan radicalmente diferente
de nuestro mundo, no sólo como es, sino como probablemente siempre será,
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no puede proporcionar una guía valiosa para mejorar nuestras instituciones»
(Buchanam, 1998, a:227-228; 239-253)13.

Las conclusiones de Buchanam sobre la filosofía política guardan pare-
cido con el criterio de Tomuschat de que la mayor parte de la ciencia políti-
ca permanece asombrosamente en el mundo de las ideas abstractas. Su
inquietud, se podría decir, consiste en analizar si las reivindicaciones de
secesión se pueden interpretar como una consecuencia directa de los valores
de la democracia, dejando prácticamente de lado el análisis de las perturba-
ciones que acompañan a los procesos reales de secesión. A falta de consen-
timiento entre las dos partes, el recurso a los métodos violentos se hace casi
constante, y es esta razón, por sí sola, la que hay que sopesar para dar un jui-
cio definitivo sobre la secesión (Tomuschat, 2006: 25-26).

3. Filosofía Política y Derecho Internacional

Los pronósticos de Buchanam de momento se van cumpliendo. La Filoso-
fía Política está muy lejos del Derecho Internacional, de manera que al ge-
neroso reconocimiento de razones morales a la separación unilateral de la Filo-
sofía Política responde un raquítico reconocimiento del Derecho Internacional.
Las teorías democráticas son de imposible encaje en el actual Derecho Inter-
nacional y en el Derecho Constitucional, aunque no falta algún autor, como no
podía ser menos, que mantenga lo contrario. La inestabilidad potencial de la
aplicación del principio de la autodeterminación tanto en el orden internacio-
nal como nacional se convertiría en explosiva y caótica al tener que aplicarse
el principio de concurrencia, es decir, que la teoría debería aplicarse en todos
los casos, en un infinito descenso, de territorios cada vez más pequeños, en los
que una mayoría de ciudadanos quisiera separarse (Courtois, 2004: 815.816)14. 

13 El rechazo de la teoría democrática y, en concreto, de los argumentos de Philpott y
Copp, en Buchanam (1998 b: 14-33). Una explicación de su teoría sobre la autodetermina-
ción en Buchanam (1992: 347-365, principalmente, 353-358, y en el trabajo citado anterior-
mente en el texto, 231-233).

14 Courtois rechaza hasta su carácter democrático desde una concepción deliberativa de
la democracia, ya que reduce el proceso democrático a una estrategia regulada procedimen-
talmente y la autonomía de los ciudadanos a una democracia de elección de programas y
partidos. La democracia es algo más –y ésta es la interpretación de la llamada democracia
deliberativa– que consiste en una discusión pública en los foros formales (parlamentos y tri-
bunales) y en los informales (sociedad civil), donde han de participar, además de los repre-
sentantes políticos, los ciudadanos en temas relativos a los programas políticos y las leyes.
La democracia no es sólo defensa de los intereses individuales, sino modos de argumentar
y razonar en condiciones de reciprocidad y de mutuo respeto. La democracia no es sólo
voluntad e interés, sino participación activa y responsable, reflexión crítica sobre las razo-
nes morales de los programas y de las decisiones y moderación pública en los debates
(Courtois, 2004: 816).
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Para Rubin, que no puede ocultar su pesimismo ante el fenómeno de la
secesión, donde es difícil llegar a un acuerdo en el derecho positivo, donde
la justicia es un término inconsistente, carente de satisfacción universal, y
donde la estabilidad política, esencial para conseguir un orden legal, un
orden económico y orden moral estables, puede hacerse imposible por la
fuerza de los sentimientos, está claro que, a pesar de lo que dicen algunos
tratados, no cabe hablar de un derecho a la autodeterminación y a la secesión
desde el punto de vista del Derecho Internacional positivo. Los tratados, se
podría decir ‘disidentes’, se refieren al supuesto derecho en el sentido de
principio moral o político (Rubin, 2000: 269-270).

El derecho de autodeterminación, entendido como un mismo derecho
con dos vertientes, interna y externa, puede dar lugar, según el Derecho
Internacional, a la creación de nuevos Estados, como ha ocurrido con su apli-
cación en la descolonización y en el contexto de foreign rule. Pero, el dere-
cho de autodeterminación está reconocido por el Derecho Internacional a los
‘pueblos’ y, si bien es cierto que algunos autores, más el Tribunal Supremo
de Canadá15, interpretan que un ‘pueblo’ puede ser una parte de la población

15 Ver, por ejemplo, Clapham, (2006, 46-64); Dugard y Raic (2006, 94-137) y Dictamen
del Tribunal Supremo del Canadá sobre la secesión de Québec de 20 de agosto de 1998,
Reference re Secession of Quebec, (1998) 2.S.C.R. 217. Aunque no pertenece al tema de
este artículo, bien merece destacar la interpretación de Kohen de la supuesta obligación,
según el Tribunal, de negociar entre las autoridades federales de Canadá y las provinciales
de Québec, ante la inexistencia de un derecho a la secesión unilateral de Québec tanto en el
Derecho interno canadiense como en el Derecho Internacional, una posible modificación de
la Constitución canadiense que permitiese la separación de Québec, si ésa fuera la clara
voluntad de la población de Québec. Según el Tribunal, existe la obligación de negociar
entre las partes, pero el Derecho no impone el resultado de la negociación. La interpretación
de Kohen añade que, si el Derecho interno no obliga al Gobierno central a negociar y tam-
poco lo hace el Derecho Internacional, ningún derecho humano ni principio alguno demo-
crático puede imponer a un Estado la obligación de negociar su división. Otra cosa es que
la negativa de un gobierno a tratar una cuestión democráticamente planteada pueda causar
un impacto importante en terceros Estados (Kohen, 2006: 18). Al argumento de Kohen se
puede añadir que toda Constitución, entendida como norma jurídica fundamental, es un con-
junto de normas jurídicas a partir de valores y principios, unas veces, expresamente recogi-
dos y, otras, tácitamente. Las normas jurídicas que concretan y aplican valores y principios
constitucionales no son la única forma de especificación de tales valores y principios, pero
lo que se debe aplicar por parte de los órganos del Estado no es el principio, sin hacer caso
de la norma, sino la norma, cuya interpretación, eso sí, puede ser clarificada mediante el
recurso al principio o valor que trata de realizar. Los valores y principios constitucionales
pueden dar lugar a otro tipo de normas, pero para ello hay que reformar la Constitución. Por
ejemplo, si la Constitución establece el principio y valor de la democracia, la norma jurídi-
ca puede concretar ese principio en distintas formas de democracia, pero, si impone taxati-
vamente la práctica de la democracia representativa y excluye la democracia directa, no cabe
en nombre del principio de la democracia incumplir la obligación de practicar la democra-
cia representativa y aplicar la democracia directa. Esto supondría aceptar que la Constitu-
ción establece dos fuentes de Derecho Constitucional y que los órganos del Estado pueden 
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de un Estado, la práctica del Derecho Internacional, por su parte, entiende
por pueblo únicamente al pueblo del Estado, de manera que sólo hay un pue-
blo en cada Estado, y sólo estos pueblos tienen el derecho de autodetermina-
ción. Otras categorías, las minorías y los pueblos indígenas, no son más que
partes del único pueblo del Estado con sus derechos correspondientes y dis-
tintos de los del ‘pueblo’. Por definición, una minoría no puede ser más que
parte de un grupo más amplio. De ahí la importancia que tiene que las N.U.
reconozcan que una comunidad concreta constituye un pueblo (Kohen, 2006:
9; Spencer, 1998: 24; Canovan, 1996: 18).

Esto no quiere decir que el Derecho Internacional no vaya regulando,
cada vez más, la secesión (otra cosa sería afirmar, además, que ello se debe
a la influencia de la Filosofía Política), haciéndose cada vez más interven-
cionista en esta materia. En unas ocasiones, porque impide la secesión cuan-
do las acciones secesionistas violan los principios fundamentales del Dere-
cho Internacional, como es el caso de la creación de una entidad indepen-
diente por medio del uso de la fuerza de otro Estado o cuando la secesión
basada en la fuerza se considera una amenaza para la paz y seguridad inter-
nacionales. En otras ocasiones, porque el Derecho Internacional autoriza la
secesión. Esto ocurre en el caso de un territorio incorporado por la Asamblea
General de las N.U. a un Estado bajo condiciones que no son respetadas por
el Estado (el caso de Eritrea) o, también, con entidades ilegalmente incorpo-
radas a un Estado como ocurrió con los países bálticos en relación con la
Unión Soviética. Este apoyo del Derecho internacional a la secesión puede,
también, producirse en el caso de que un Estado, que reconoce el derecho de
secesión en su propio ordenamiento, no lo respete, abriendo, así, la vía a la
secesión a través del Derecho Internacional. Ahora bien, sería un error pen-
sar que fuera de estos casos la prohibición es la norma del Derecho Interna-
cional. Es cierto que los intentos de secesión basados en la fuerza tienen una
alta posibilidad de ser considerados amenazas a la paz y a la seguridad inter-
nacionales, pero ninguna norma internacional prohíbe a un movimiento bus-
car la secesión por otros medios distintos al de la violencia (Kohen, 2006:19-
20). Más bien, cabe decir, que la secesión sigue siendo un fenómeno básica-
mente no regulado por el Derecho Internacional. Y, si bien es cierto que el
principio de no intervención favorece a la autoridad central del Estado, no se
puede deducir de ahí que toda secesión viola el principio de integridad terri-
torial, ya que tal principio no se aplica más que en las relaciones internacio-
nales y no dentro del Estado. Por tanto, el hecho de que la creación de un
Estado se deba a la secesión no afecta a su legal existencia desde el punto de

escoger ad libitum la que les parezca mejor para solucionar los problemas. El paso de una nor-
mativa jurídica constitucional a otra requiere la reforma de la Constitución y esto no es ma-
teria de negociación entre un Estado central y una Provincia, sino competencia del poder cons-
tituyente constituido, que no es otro que el pueblo y, en este caso, el pueblo canadiense.
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vista internacional, una vez que el hecho primario, el de efectividad del Esta-
do, se haya confirmado (Abi-Saab, 2006: 474).

Estos casos, de todos modos, poco tienen que ver con las teorías, que son
objeto de análisis en este trabajo. Más cercanía existe entre las teorías que,
tanto en la Filosofía Política como en el Derecho Internacional, invocan el
argumento de la justicia reparadora o remedial. Aunque esto queda fuera del
objetivo de este artículo, baste decir que si bien los autores discrepan en lo
relativo a si el Derecho Internacional reconoce el derecho de secesión reme-
dial en el caso de minorías a las que se niegan los derechos políticos, se
muestran más coincidentes en la conveniencia de que el Derecho Internacio-
nal incorpore criterios normativos a este respecto o que, al menos, la comu-
nidad internacional, la ONU o el Consejo de Seguridad tengan una mayor
participación. Pero el argumento que aducen, cosa que otros lo rechazan
tajantemente, no es el de las teorías democráticas, sino el de las teorías re-
paradoras de las injusticias cometidas por los Estados, especialmente, sobre
las minorías étnicas16. Detrás de este pretendido recurso está el argumento de
que la secesión no es una cuestión que únicamente afecte al Estado y a los
separatistas, sino también a la comunidad internacional. No obstante, como
advierte Buchanam, el problema de que el Derecho Internacional reconozca
la secesión no es sólo una cuestión de contenido, sino de compatibilidad con
otros principios internacionales, de tipo de proceso institucional y de incen-
tivos que pueda crear (Buchanam, 2003: 2).

Esta referencia al Derecho Internacional no quiere decir que todos los
críticos con las teorías plebiscitarias recogidos en este trabajo se remitan a él
buscando una alternativa a la secesión unilateral. Las propuestas son varia-
das y, además de la internacional, se defienden la regulación constitucional,
otros modelos de autodeterminación –autonomía, autogobierno, federalis-
mo–, el derecho de autodeterminación entendido como derecho procedimen-
tal, constitucionalismo multinacional o, incluso, asociaciones culturales no
territoriales tal como lo hace Gellner (1998: 190) o, como se ha visto, lo pro-
pone Bishai (1997: 913).

En la línea de confiar en el Derecho Internacional, Orentlicher ha desta-
cado que la solución a los problemas separatistas no está en acuerdos de polí-
tica interna, sino en la comunidad internacional, donde la secesión puede ser
justificada a la luz de los principios democráticos en casos excepcionales,
como remedio a injusticias sufridas y con las garantías de las nuevas mi-
norías. Ahora bien, que la secesión sea justificable por principios democráti-
cos y de manera excepcional no debe impedir explicar por qué tales princi-

16 Kohen se opone a los autores que defienden que el Derecho Internacional acepta la
secesión remedial o reparadora como último recurso (Kohen, 2006: 10). Ver sobre este tema,
además de los trabajos ya citados de los autores Kohen, Clapham, Dugard y Raic, Bucha-
nam (2003: 1-5), Orentlicher (2003 a: 20.25.39), Orentlicher (2003 b: 81.82), Horowitz 
(2003: 71-73), Patten, (2002: 582) y Tomuschat (2006: 45).
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pios generalmente refutan las reivindicaciones separatistas. Pero no hay que
hacer el avestruz pensando que, si se ignora el problema de la secesión, se
evita echar más leña al fuego separatista, dice Orentlicher. La cuestión debe
ser analizada, porque, de lo contrario, serán los separatistas los que llenen el
vacío conceptual (Orentlicher, 2003, b: 81-82). Habría que añadir a esta últi-
ma afirmación que los secesionistas no tienen vacíos que llenar. Otra cosa es
que lo hayan conseguido con sistemas de creencias ideológicos y no con cri-
terios académicos.

Horowitz, por su parte, critica la alternativa internacional y defiende que
la secesión casi siempre reproduce los mismos problemas que trata de resol-
ver, especialmente en los casos de minorías étnicas, ya que toda separación
normalmente incluye minorías étnicas, coincidiendo en esto con los criterios
de Moore. Pero el problema es el de las garantías para las nuevas minorías,
ya que, si la comunidad internacional podría garantizarles sus derechos den-
tro de los nuevos Estados, no se ve por qué no podría hacer lo mismo en los
Estados actuales y evitar así la secesión. Es decir, viendo el argumento al
revés, Horowitz defiende que si la comunidad internacional no garantiza los
derechos de las minorías en los Estados actuales, por qué esperar que lo haga
dentro de los nuevos Estados. La explicación de que los Estados creados por
secesión serán más influenciables por la comunidad internacional que los
Estados actuales es una afirmación gratuita. Por otra parte, el Derecho Inter-
nacional tiene una relación muy tenue con el gobierno democrático. Tanto es
así que la valoración del derecho al gobierno democrático pondría en peligro
la universalidad del Derecho Internacional. No hay que olvidar que hay casi
tantos gobiernos autoritarios como democráticos y que los Estados son los
principales sujetos del Derecho Internacional, por lo que la secesión, que es
un movimiento antiestatal, pondría en peligro al Derecho Internacional mis-
mo. Horowitz piensa en soluciones dentro de los Estados actuales a través de
políticas de incentivos con una actitud claramente escéptica ante la Comuni-
dad Internacional y el Derecho Internacional (Horowitz, 2003: 50-76, prin-
cipalmente, 71-73; Buchanam, 2003: 4-5)17. 

En la perspectiva de lo poco que la Filosofía Política ha contribuido al
desarrollo del Derecho Internacional, Klabbers enfría ambos planteamientos
con su reflexión sobre la reconceptualización que se ha producido a partir de
1970 acerca del derecho de autodeterminación. Han sido los tribunales los

17 En Macedo y Buchanam (2003: 6.11-14), se hace referencia a autores que optan por
soluciones dentro de los Estados, sean de tipo autonómico (Jacob Levy, M. Moore, que tam-
bién lo hace, esta última, en trabajos recogidos en la bibliografía), o de constitucionaliza-
ción de la secesión para casos atípicos (Norman) o constitucionalización a través del mito
de la refundación (Marc E. Brandon). Weinstock (2001:202-203) propone la constituciona-
lización del derecho de secesión para controlar de manera más manejable los procesos de
secesión.
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que han realizado esta labor. Ante la imposibilidad de construir el derecho
de autodeterminación como derecho de las colonias a la independencia,
éste ha evolucionado hacia un derecho de los pueblos a tomar parte en las
decisiones que les afecten. Es decir, determinadas entidades tendrían dere-
cho a que su posición se tomara en cuenta cuando se va a decidir su futu-
ro. El derecho de autodeterminación no equivaldría a derecho de secesión,
ni siquiera a derecho a la autonomía o al autogobierno. Sería un derecho
procedimental, el derecho a ser oído y ser tomado seriamente en cuenta, sin
que esto signifique capacidad de veto. Según esto, la teoría de la autodeter-
minación debe centrarse no sobre una norma creadora de derechos substan-
tivos judicialmente ejecutables, sino como un haz de derechos procedimen-
tales. Esto tiene la ventaja añadida de romper la conexión entre autodeter-
minación y territorio. Klabbers afirma que, desde el punto de vista
filosófico, no existe justificación para limitar la autodeterminación a unida-
des territoriales. Sin embargo, su comprensión como derecho procedimen-
tal permitiría aplicarla a grupos que no son territoriales, tales como iglesias,
clases sociales o pueblos dispersos. El Tribunal Internacional de Justicia y
otros tribunales habrían caído en la cuenta de que lo imposible es imposi-
ble y, así, en lugar de dar aprobación judicial a la ruptura de los Estados,
han elaborado un nuevo modo de entender la autodeterminación, es decir,
como un principio legal o una norma de procedimiento. Se trata de una
aportación al pensamiento político convertir el derecho de autodetermina-
ción en una garantía procesal. Ello entra dentro de una teoría política repu-
blicana, donde la definición de los valores de una comunidad política deben
hacerse mediante un debate político sin trabas (Klabbers, 2006: 189.202-
203. 205-206).

CONCLUSIONES

1.ª) No cabe afirmar que la teoría plebiscitaria haya dado razones mora-
les sólidas que avalen el derecho moral de secesión de los grupos, cuya
mayoría quiera separarse de un Estado justo, salvo en el mundo de la abs-
tracción y de la fantasía; esto es sostenible, incluso, en el caso de los autores
menos radicales, que con sus condiciones y restricciones a la tesis inicial la
hacen prácticamente inaplicable.

2.ª) La razón fundamental de este fracaso es de índole teórica y metodo-
lógica, donde destacan a) el uso indebido de categorías conceptuales, la uti-
lización de la democracia como único criterio moral, la exclusión de cate-
gorías y valores tanto de la Filosofía Política como del liberalismo (v. g.
orden, poder, paz internacional, seguridad, derechos individuales), el supues-
to de un falso concepto de Estado democrático y liberal, el deficiente con-
cepto de legitimidad y autoridad del Estado, la identificación de toda asocia-
ción política con el territorio, la infravaloración del papel positivo de los
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Estados democráticos en la realización de los derechos fundamentales de los
ciudadanos y la tendencia a presentarlos como sujetos de intereses ajenos a
los de los individuos y grupos sociales, la artificiosidad del concepto de auto-
determinación individual desligado de la realidad basada en la cooperación
y colaboración, la simplificación de la realidad identitaria de las personas,
fruto de una defectuosa teoría sobre la identidad con su consiguiente defi-
ciente observación empírica, o la exclusión de la teoría de las minorías dis-
persas, y b) el uso de un método de análisis meramente deductivo, ajeno a
las exigencias tanto institucionales como a los análisis teóricos y empíricos
de otras ciencias, del que resulta, como consecuencia de un deficiente mar-
co teórico, un inadecuado perfil del objeto de análisis.

3.ª) Otras razones de las deficiencias de la teoría normativa democrática
son la indeterminación del sujeto territorial de la autodeterminación, así
como del contenido de la pregunta en el referéndum, y la utilización del tér-
mino mayoría sin ninguna especificación. 

4.ª) El error de algunos autores, como Glaser, consiste en no integrar
dentro de la teoría las bien fundadas condiciones que les llevan a negar la
aplicación del derecho a la secesión; si lo hicieran, no podrían concluir el
derecho general a la secesión; la violencia que impide aplicar el derecho,
impide, también, justificar previamente el derecho; es el mismo error meto-
dológico que cometen las teorías de la autodeterminación nacional.

5.ª) La conclusión del derecho general a la secesión no es fruto de la apli-
cación de una teoría, sino, en todo caso, de un silogismo; hay más semejan-
za entre la teoría democrática y un silogismo escolástico que entre aquélla y
una teoría científica.
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